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SECCION I 

§ l. Introducción

Como nos dice Konstantin Katzarov, la primera guerra mundial ejerció 
una profunda influencia en la solución de los problemas económicos y 
particularmente en las aspiraciones que se manifestaron en lo concer­
niente a la reacción de la legislación frente a la propiedad. 1 Pero sin 
dejar de reconocer que los acontecimientos exteriores influyeron indu­
dablemente en las concepciones jurídicas de nuestro país, tenemos que 
admitir, y con orgullo, que las avanzadas ideas sociales que plasmaron 
en la Constitución mexicana de 1917 fueron el fruto, en gran medida, 
de una interna evolución determinada por nuestros propios y peculiares 
problemas, por nuestra propia singularidad histórica. 

Antes de 1917 la legislación se consagraba, casi exclusivamente, a 
abordar y dar soluciones a los problemas que traían aparejados los fenó­
menos políticos. Después de esta fecha, si es posible determinarla con 
tanta precisión, los problemas y los fenómenos económicos se hicieron 
tan urgentes, que hubo necesidad de que la legislación les prestase mu­
cha mayor atención, y aunque habían empezado a manifestarse tiempo 
atrás, después de esta fecha, bruscamente, los postulados de la sociali­
zación en los que figuraba en primer lugar el de la nacionalización, 
invadieron la legislación. El acontecimiento más destacado de este pe­
riodo es la realización casi simultánea en dos países tan alejados uno 
del otro como lo son México y la URSS, y en condiciones radicalmente 
diferentes, de las ideas y de los objetivos de la nacionalización. 2 

Cuando el autor citado expresa que la realización de las ideas y de 
los objetivos de la nacionalización constituye un gran acontecimiento, 
no quiere decir, especialmente en el caso de México, que se trata ya 
en sí del fenómeno de la nacionalización, sino que empiezan apena:- a 
manifestarse, aún en una forma no muy clara sus ideas y objetivos. Ya 
sabemos que el problema de la nacionalización en general está profun­
damente vinculado con la intervención del Estado en la esfera econó-

1 Katzarov, K. Théorie de la Nation¡afisation. Edit. La BaconniCrc, Neuchatel, 
1960, p. 32. 

2 Katzarov, K. Op. cit., p. 32. 
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TEOR!A DE LA KACIOX AL!Z,\CJO;i 

mica y la a�mnci(m, por parte de éste, de actividades otrora exclusivas 
de la iniciativa priYada. 

Diversas tendencias a la nacionalización se habían manifestado en 
1'1éxico desde antes de 1917. Sin embargo, los acontecimientos políticos 
de la Revoluciún 1Iexicana precedentes a 1917 hicieron posible que las 
ideas de nacionalización se plasmaran en un postulado concreto, en uno 
de los documentos políticos más avanzados de su época, La Constitución 
del 5 de febrero <ll' 1917. Especialmente en su artículo 27 que contiene 
una concepción de la noción de propiedad, <le su destino, de su trans­
ferencia y de su utilización, que para la época, repetimos, era completa­
mente ntKva. 

Es pues la Constitución de 1917, y especialmente su artículo 27, la 
base de toda la futura estructuración socio-econúmica de nuestro país. 
Base que contiene los elementos necesarios para fundar un nuevo orden, 
elementos proporcionados por la nueva institución de la nacionalización, 
tan magistralmente intuida por nuestros legisladores. 

Por consiguiente, partiendo del análisis de dicho precepto constitucio­
nal. se integran las siguientes notas, que tratarán de ampliar y detallar 
]os magistrales apuntamientos, no por someros menos valiosos, que 
sobre la institución de la nacionalización en nuestro país ha hecho el 
profesor Katzarov. 

§ 2. Análisis del Artículo 27 Constitucional

a) "La propiedad <le las tierras y aguas comprendidas dentro de los
límites del territorio nacional, corresponde originariamente a la nación,
la cual ha tenido y tiene el derecho <le transmitir el dominio de ellas a
los particulares, constituyendo la propiedad privada", reza el párrafo I 

del artículo 27 constitucional. Esta expresión legislativa --explica Kat­
zaroy- inaugura una nueva era para el contenido ele la propiedad pri­
va<la. La propiedad privada es, pues, derivada. La propiedad de las
tierras ha pertenecido y pertenece a la nación. Se procede por consi­
guiente no a la supresión o a la negación de la propiedad privada, sino
a su degradación. 3 

La propiedad primaria -continúa el autor-, verdadera de la tierra 
y de las aguas no pertenece al Estado, sino a la "Nación", al emplear 
c�e término, el legislador ha querido también subrayar la prioridad del 
elemento social y económico en la naturaleza <le la propiedad de Estado 
sobre el elemento de la soberanía y del poder. 4 

J �a propiedad originaria ele la tierra pertenece al Estado (nación) 
-declara nuestra Constitución. Sólo éste puede conferir a los particu­
lares un derecho de propiedad privada, que deriva de su propio derecho.
E� así como la tierra y las aguas fueron proclamadas en su conjunto_.

:1 f.:atzarov, K. O¡,. cit., p. 33. 
4 KatzaroY, K Op. cit., p. 34. 
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por primera vez, propie<lacl originaria del Estado, sin que fuese supri­
mida sin embargo la propiedad territorial prh·ada. La nueva idea con­
sagrada por este texto es la de que la propiedad privada no constituye 
un derecho divino o natural que el hombre detenta de Dios o de la 
naturaleza, sino un derecho perteneciente a la sociedad; si la propiedad 
privada no deja de subsistir, no puede ya derivar sino de la sociedad. 
Por primera vez, igualmente, un texto constitucional, relatiYo a 1a pro­
piedad, sustituyl' el término "Estado" por el ele "Nación". De hecho ese 
texto anuncia ya la elevación de la nacionalización al rango de institu­
ción constitucional. ,:; 

Así, en nuestro país, el estatuto jurídico de la tierra, con:-ückrada por 
la Constitución corno "propiedad nacional" descansa en definitiva en el 
deseo que ha experimentado el legis1a<lor de nacionalizar 1a cxplotaci<'m 
dt.: las riquezas del subsudo, principalmente del petróleo. G Tal como 
estú redactado ese k:xto enuncia un principio constitucional que hace 
posible b nacion;-iliz,�cic'm <le la tierra, al igual que el de importantes 
ramas industriak::-. 7 

b) "La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a b pro­
piedad privada las modalidadC's que dicte el inten'.·s público, así como el 
de regular el aprovechamiento ele los elementos naturales :-,nsceptibles de 
apropiación, para hacer una distribución equitativa de la riqueza pública 
y para cuidar de su conservación_·, Es1e párrafo III de b Constituciún, 
en su primera parte, precisa que aun la propiedad privada 1ue derivó de 
la "Nación" está sujeta a limitaciones y que ella puede ser limitada no 
porque un determinado interés colectivo preciso, surgido ad hoc, lo 
exija, sino porque la colectividad. la nació11, lo requiere: ''la Kaci(ln 
knclrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad priYada b . ...; 
modalidacks que dicte el interé:-; público". La propiedad privada, en 
suma, se deriva de la Naciún, por una parte; pero permanece bajo su 
control, por la otra. Ella está socialmente condicionada; llena una "fun­
ciún social". 8 

La disposición e.Id párrafo III, primera parte, cld artículo 27 consti­
tucional puede considerarse como básica puesto qne se apoya en un 
nuevo concepto ele propiedad y era necesaria, entre otras razones para 
que el Estado estuviera facultado para evitar que, como en c1 pasado, 
volviera a concentrarse la propiedad de la tierra en unas cuantas mano...; 
o se hiciera ele ella un instrumento de opresión y explotación. A:-;Í el
artículo 27 constitucional delinea vigorosamente c1 carácter ele la pro­
piedad corno funciún social, adelantándose a las constitucionc:, moderna�.
algunas de las cuales lo tomaron como ejemplo o modelo.

"Katzarov, K. O¡,. cit .. p. 159. 
¡; Ver infra, secci('n1 lT, núm. 3, p. 660. 
7 Katzarov, K. O¡,. cit., Jl. 100. 
8 Katzarov, K. O¡,. cit .. p. 63. 
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La propiedad privada según la regulación que de ella hace nuestra 
Constitución, derivada de la propiedad originaria de la nación, es decir 
del Estado, se encuentra transformada, porque los textos constitucio­
nales le niegan su carácter exclusivo y absoluto. Ella puede estar some­
tida a todas las restricciones que impone el interés general; no existe 
desde ese momento sino en función de este último. Así se encuentra 
expresado el principio de que la propiedad tiene una función social, 
aunque el término "función social" no sea todavía empleado. 9 

"Con este objeto --continúa el párrafo III, segunda parte-, se dic­
tarán ]as medidas necesarias para el fraccionamiento de los latifundios; 
para el desarrollo de la pequeña propiedad agrícola en explotación; para 
la creación de nuevos centros de población agrícola con las tierras y 
aguas que les sean indispensables ... ", este precepto de la Constitución 
prevé -según el profesor Katzarov- la colectivización de la agricul­
tura. Y añade que aunque la realización de esta medida reviste un 
carácter facultativo, este precepto no ha tenido un alcance solamente 
teórico y menciona a Beaujeu-Garnier quien habla de los repartos de 
tierras realizados por los gobiernos nacidos de la revolución en donde 
se ha empleado el sistema del nuevo ejido y se ha sometido a algunas 
tierras a la experiencia colectivista. 10 

La colectivización de la tierra, en nuestro derecho, deriva pues igual­
mente de las instituciones constitucionales. Lo que hace posible la colec­
tivización de las tierras arables y la organización colectiva de los traba­
jos agrícolas. Volveremos sobre este tema al hablar de la reforma 
agraria. 11 

e) Las riquezas naturales y las aguas territoriales no pueden nunca,
en cambio, en ningún .caso convertirse en propiedad privada. Así lo 
establecen los párrafos IV y v del artículo 27 que a la letra dicen: "Co­
rresponde a la Nación el dominio directo de todos los recursos naturales 
de la plataforma continental y los zócalos submarinos de las islas; de 
todos los minerales o substancias que en vetas, mantos, masas o yaci­
mientos, constituyan depósitos cuya naturaleza sea distinta de los com­
ponentes de los terrenos, tales como los minerales de los que se extraigan 
metales y metaloides utilizados en la industria; los yacimientos de pie­
dras preciosas, de sal de gema y las salinas formadas directamente por 
las aguas marinas; los productos derivados de la descomposición de las 
rocas, cuando su explotación necesite trabajos subterráneos; los yaci­
mientos minerales u orgánicos de materias susceptibles de ser utilizadas 
como fertilizantes; los combustibles minerales sólidos; el petróleo y 
todos los carburos de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos; y el 

9 Katzarov, K. O p. cit., p. 160. 
10 Ver infra, sección r, núm. 3, p. 634. Katzarov, K. O¡,. cit., p. 100.
11 Ver infra, sección r, núm. 3, p. 634.
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c�pacio situado sobre el territorio nacional, en la extensión y términos 
que fije el Derecho Internacional." 

"Son también propiedad de la Nación las aguas de los mares terri­
�oriales en la extensión y términos que fije el Derecho Internacional; 
h-, aguas marinas interiores; las de las lagunas y esteros que se comu­
nifJUen permanente o intermitentemente con el mar; las de los lagos 
interiores de formación natural que estén ligados directamente a corrien­
trs constantes; las ele los ríos y sus afluentes directos o indirectos, desde 
iJ punto del cauce en que se inicien las primeras aguas permanentes, 
intermitentes o torrenciales, hasta su desembocadura en el mar, lagos, 
lagunas o esteros de propiedad nacional; las de las corrientes constantes 
,_¡ intermitentes y sus afluentes directos o indirectos, cuando el cauce 
de aquéllas en toda su extensión o en parte de ellas, sirva de límite al 
territorio nacional o a dos entidades federativas, o cuando pase de una 
entidad federativa a otra o cruce la línea divisoria de la República; 
las de los lagos, lagunas o esteros cuyos vasos, zonas o riberas, estén 
,'ruzados por líneas divisorias de dos o más entidades o entre la Repú-
1,lica y tm país vecino, o cuando el límite de las riberas sirva de lindero 
('ntre dos entidades federativas o a la República con un país vecino; 
'.as de los manantiales que broten en las playas, zonas marítimas, cauces, 
, asos o riberas de los lagos, lagunas o esteros de propiedad nacional, y 
bs que se extraigan de las minas; y los cauces, lechos o riberas de los 
lagos y corrientes interiores en la extensión que fija la ley. Las aguas 
del subsuelo pueden ser libremente alumbradas mediante obras artifi­
ciales y apropiarse por el dueño del terreno, pero cuando lo exija el 
interés público o se afecten otros aprovechamientos, el Ejecutivo Fede­
ral podrá reglamentar su extracción y utilización y aun establecer zonas 
Yedadas, al igual que para las demás aguas de propiedad nacional. 
C ualesquicra otras aguas no incluidas en la enumeración anterior, se 
considerarán como parte integrante de la propiedad <le los terrenos por 
\¡s que corran o en los que se encuentren sus depósitos; pero si se loca­
lizaren en dos o más predios, el aprovechamiento de estas aguas se 
cnnsiclerará <le utilidad pública, y quedará sujeto a las disposiciones que 
dicten los Estados." 12 

_'\sí los bienes más importantes para la economía, es decir, las rique­
;;;1s naturales, se encuentran colocados en un plano inaccesible para la 
propiedad privada. "En los casos a que se refieren los dos párrafos 
:l!1teriores, el dominio de la Nación es inalienable e imprescriptible." 13 

Este texto podría ser interpretado como el resultado de la distinción 
:uloptada por el derecho público en cuanto a la propiedad de Estado, 
c,-.; decir, de la distinción entre el "dominio público" y el "dominio 
priYado". Semejante interpretación de este texto podría dársele si estu-

1:! Párrafos IV y Y reformados del artículo 27 constitucional, Diario Oficial, del 
20 ele enero de 1960. 

1ª Artículo 27, párrafo vr, primera parte, de la Constitución mexicana. 

629 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 1963.  Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Derecho Comparado

Libro completo en: https://goo.gl/MTNedQ



TEORIA DE LA KAClONALIZACióN 

viera aislado del contexto, sobre todo de los párrafos que lo prcce<len 
y que establecen la prioridad de la nación sobre la propiedad tomad;:i 
en su conjunto así como la dependencia funcional en la que la propiedad 
privada se ve encerrada con relación a la colectividad, a la naci/m. 
Además el elemento nuevo y muy importante <le este texto es la amplí­
sima definición que da de las riquezas naturales. Éstas, declara, son 
propiedad exclusiva de la nación y no pueden serle ni quitadas ni ena­
jenadas. Ahora bien, en el pasado y aún en nuestra época, las riquezas 
naturales son en la mayoría de los países objeto ele propiedad privada 
y no han sido sino muy raramente y de manera limitada incluidas en 
la noción de "dominio público". H 

Las nuevas teorías que guiaron al legislador en su actitud respecto a 
la tierra se expresaron en una extensión creciente. decidida por YÍa 
constitucional, de la lista de tierras pertenecientes a la naci{m, dicho de 
otra manera de la propiedad nacional. En el siglo xx la concepción pi-1..'­
dominante es la de que las porciones del territorio que revisten un carúr­
ter indispensable para el conjunto de la población, es ckcir para el 
Estado, no pueden pertenecer sino a este último. i;; 

Hace ya varios decenios, el principio de la libre explotación de ln:-­
bienes, cuando su importancia social es esencial, recibe una aplicaciún 
siempre más limitada; simultáneamente el legislador no ha dejado de 
aumentar la lista de bienes que no pueden ser objeto de propiedad 
privada. A decir verdad, la nacionalización de la tierra como postulado 
económico y social no es sino resultado de esta idea. Es por lo que :-u 
realización práctica empieza con la afirmaciún, contenida en ciertas cons­
tituciones, de que la tierra en su conjunto, o ciertas categorías ele tierra, 
cada vez más numerosas, no pueden ser objeto de propiedad privada. 
sino que son propiedad del Estado. Estas constituciones determinan, por 
medio de textos explícitos, un número elevado ele bienes territoriales 
que forman, según la definición constitucional, la propiedad del Estado. 
es decir de la nación. Ellas tienden a incluir en ella las riquezas dC'l 
suelo y del subsuelo, preparando así la nacionalización de una serie de 
grandes industrias. 16 Fenómeno, que como acabamos de ver a trayé:,; 
del enunciado de los párrafos rv y v, ha encontrado una expresión muv 
matizada en el artículo 27 ele la Constitución mexicana. 

l. Cabe aclarar que también el párrafo VI del artículo 27 constitu­
cional fue reformado y adicionado, la reforma apareció en el Diario 
Oficial del 20 de enero de 1960 y la adición, en el mismo diario dd 
29 de diciembre del mismo año. La reforma detalla la manera como lo-; 
particulares pueden obtener concesiones para el aprm'echamiento, el 
uso o la explotación de 1os recursos propiedad de la nación enumerados 

14 Katzarov, K Op. cit., p. 34. 
rn Katzarov, K. O p. cit., p. 84. 
16 Katzarov, K Op. cit., p. 85.
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en los párrafos IV y v, pero tratándose dd petróleo y de los carburos de 
hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos, las concesiones quedan radical­
mente eliminadas por esta reforma; así, el párrafo de que tratamos, en 
su parte relativa, expresa: "Tratándose del petróleo y de los carburos 
<le hidrógeno sólidos, lfr¡uidos o gaseosos, no se otorgarán concesiones 
ni contratos, ni subsistirán los que se hayan otorgado y la Naci/m lle­
vará a cabo la explotación <le esos productos, en los términos l1UC señale 
la ley reglamentaria respectiva." La base constitucional de 1a nacion:1-
lizaciún petrolera, de la que trataremos más adelante, 17 <1_ueda así esti­
bleci<la, de una manera indiscutible. Aunque, como ya lo hemos dicho, 
el contenido de los primeros párrafos dd artículo 27 constitucional sería 
por sí solo suficiente para fundar la c.onstitucionalichcl ele tal medich. 

2. La nacionalización de la industria eléctrica, la más reciente e im­
portante ele los últimos años, quedó asentada igualmente dentro de nul·s­
tra Constituciún, en el artículo 27 constitucional, por la acliciún que se 
hizo al párrafo YI <lcl mismo. Una vez más, a este acto jurídico, a esLl 
institución del derecho moderno, ;-;e le otorgó el rango supremo al ins­
cribirlo dentro de nuestra Carta :Th!Iagna. 

La industria eléctrica, de importancia Yital para :México, se encontraba 
en manos de instituciones públicas o ele empresas privadas, las que sc 
encargaban del servicio ele consumo, producción y distribución de entT­
gía eléctrica. Como suciedades mercantiles que eran estaban sujetas a un 
propúsito inevitable ele lucro. El Estado no podía tolerar un alza cons­
tante en las tarifas eléctricas porque cicyaba el índice general ele precio:-: 
y era un factor constante de pobreza. La limitación, por otra parte, en 
el alza de tarifas reducía el campo ele utilidades de las empresas ek'c­
tricas, pero como se trataba de un caso de interés nacional, ya que el 
Estado no podía paralizar las actividades comerciales e industriales de 
la nación, se vio en la rn:cesiclacl de traspasar dichas empresas a su 
esfera ele acción, nacionalizando la industria eléctrica, pues tenía la 
obligación ele operar con dichas empresas aun cuando no ofrecieran 
utilidades. Por lo tanto, el gobierno federal adquirió las acciones ele h 
Compañía lvicxicana de Luz y Fuerza Motriz y ack1uirió otras diver,c;.as 
emprt_>sas eléctricas, reformó la Constitución nacionalizando la energía 
eléctrica, creó un nuevo régimen para ella y suprimió como lo había 
hecho para la explotación del petróleo, tocla cunct:siún en esa materia. 1:-s 

Es ele suma importancia hacer notar que el procedimiento de naciona­
lización de la industria eléctrica fue muy otro al seguido generalmenk; 
ni siquiera revistió como en otros casos, el aspecto <le una expropiacic\n, 
fue simplemente una compra, una adquisición ele las acciones o ele las 
empresas mismas el medio utilizado por el Estado para asumir el manejo 
de esta industria. Es en el rég-imcn legal mismo que se crea posteric;r-

17 Ver infra, sección II, núm. 3, p. 660. 
lH Ver supra, sección J, núm. 2, inciso e - 1, pp. 630-631.
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mente para ellas en donde encontramos el acto de nacionalización. Se 
da, ,idemás, con tal medida un paso adelante en el fortalecimiento e 
integración de mtestra vida económica. Con la adición al párrafo VI del 
artículo 27 constitucional, y siguiendo nuestra tradición jurídica, repe­
timos, otorgamos el rango supremo a la institución que con tanta fir­
meza se ha venido imponiendo en el derecho moderno, no obstante las 
acres censuras y la oposición a que se ha enfrentado desde siempre. 

Decreto que declara adicionado el párrafo VI del artículo 27 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, nacionalizando 
la Industria Eléctrica, de 23 de diciembre de 1960 (Diario Oficial del 
29 de diciembre del mismo año) : "Corresponde exclusivamente a la 
Nación, conducir, transformar, distribuir y abastecer energía eléctrica 
que tenga por objeto la prestación de un servicio público. En esta mate­
ria no se otorgarán concesiones a los particulares y la Nación aprove­
chará los bienes y recursos naturales que se requieran para dichos 
fines." 19 

d) En unas notas, en donde el tema central se refiere a la institución
j urí<lica de la nacionalización, tenemos necesariamente que hablar del 
tema de la expropiación por causa de utilidad pública, en vista de que 
en nuestro derecho, la mayoría de aquellos actos o medidas que han 
constituido una nacionalización -pues ese ha sido su fundamento cons­
titucional- exteriormente han revestido el aspecto de una expropiación 
del tipo clásico. 19 bis 

El párrafo II, del artículo 27 constitucional establece que: "las expro­
piaciones sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública y mediante 
indemnización''. 

Otro fenómeno en que se manifiesta el carácter de función social 
que ostenta la propiedad privada, está constituido por la expropiación
por causa de utilidad pública. 20 La expropiación es un acto eminente­
mente autoritario en nuestro sistema constitucional, esto es, que sólo la 
autoridad estatal competente puede ejecutarlo. La expropiación, pues, 
está vedada a los particulares. El acto autoritario expropiatorio consiste 
en la cesación del ejercicio de los derechos de uso, disfrute y dispo­
sición de un bien, decretado por el Estado, el cual los adquiere. Toda 
expropiación, para que sea constitucional, requiere que tenga como causa 
final la utilidad pública. ¿ Qué se entiende por tal? 21 

El concepto de utilidad pública es eminentemente económico. La idea 
ele utilidad en general implica una relación entre una necesidad y un 
objeto satisfactor que a la misma debe aplicarse. Se dice por ende, que 

rn El artículo 2 transitorio del decreto que adicionó el párrafo vI del artículo 27
constitucional establece: "La ley reglamentaria fijará las normas a que deben 
sujetarse las concesiones otorgadas con anterioridad a la vigencia de la presente 
lev." 

• Hl bis Katzarov, K. Op. át., p. 35. 
20 Ver Katzarov, K. Op. cit., pp. 207 y ss. 
21 Burgoa, I. Las garan,tías Individuales, México, 1954, p. 371. 
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hay utilidad cuando el bien satisfactor colma una necesidad pre-existente, 
para cuyo efecto se requiere que entre aquél y ésta haya una cierta 
adecuación o idoneidad. Pues bien, para que exista una causa o motivo 
de utilidad pública se requiere que haya, por un lado, una necesidad 
pública, esto es, estatal, social, o general, personalmente indeterminada 
y, por otro, un objeto susceptible económicamente de colmar o satis­
facer dicha necesidad. Constitucionalmente, pues, la expropiación por 
causa de utilidad pública exige el cumplimiento o existencia de estos 
dos elementos o condic,iones: a), que haya una necesidad; y b), que el 
bien que se pretende expropiar sea susceptible de producir una satis­
facción de esa necesidad, extinguiéndola. 22

La expropiación, si bien es verdad que es un acto autoritario unila­
teral del Estado, tiene la apariencia de una venta forzosa. Por tal 
causa, dicho acto no es gratuito, sino oneroso. Es decir, el Estado, al 
expropiar a un particular un bien, al adquirir éste, tiene que otorgar 
l'll favor del afectado una contraprestación, la cual recibe el nombre 
de indemnización. 23 A ella se refiere el artículo 27 constitucional, en su 
párrafo II, que transcribimos líneas antes. 

Respecto a la cuantía de la indemnización, el artículo 27 establece 
en su fracción vr, párrafo n: "El precio que se fijará como indemni­
zación a la cosa expropiada, se basará en la cantidad que como valor 
fiscal de ella figure en las oficinas catastrales o recaudadoras, ya sea 
que este valor haya sido manifestado por el propietario, o simplemente 
aceptado por él de un modo tácito por haber pagado sus contribuciones 
con esta base. El exceso de valor o el demérito que haya tenido la 
propiedad particular por las mejoras o deterioros ocurridos con poste­
rioridad a la fecha de la asignación del valor fiscal, será lo único que 
deberá quedar sujeto a juicio pericial y a resolución judicial. Esto mismo 
se observará cuando se trate ele objetos cuyo valor no esté fijado en las 
oficinas rentísticas." 

"Las leyes de la Federación y de los Estados en sus respectivas 
jurisdicciones, determinarán los casos en que sea de utilidad pública 
la ocupación de la propiedad privada, y de acuerdo con dichas leyes la 
autoridad administrati'va hará la declaración correspondiente." 24 

En materia de expropiación, pues, de acuerdo con lo expresado en 
los dos párrafos anteriores, podemos decir que existe una intervención 
autoritaria sucesiva de los tres poderes constitucionales: el ejecutivo, 
el legislativo y el judicial. En efecto, la ley suprema en el artículo 
27 fracción YI, párrafo 2o., antes transcrito, otorga la facultad al Poder 
Legislativo, sea local o federal, según el caso, para expedir el ordena­
miento que fije o delimite las causas de utilidad pública. Luego en el 
régimen jurídico a que está sometida la autoridad expropiatoria del 

22 Burgoa, l. O¡,, cit., p. 371. 
23 Burgoa, l. Op. cit.. p, 372. 
24 Artículo 27, fracción VI, ¡iárrafo 2Q de 1a Constitución mexicana.
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Estado concurren los principios de constitucionalidad y legalidad en 
sentido estricto. La intervención <lel Poder Ejecutivo, local o federal, 
en materia de expropiación, consiste en la declaración concreta de cuándo 
procede en un caso determinado la expropiación de un bien o su ocu­
pación temporal y en la realización consiguiente de la actividad expro­
piatoria, todo ello de acuerdo con la ley que previamente haya fijado 
las causas de utilidad pública y el procedimiento correspondiente. Por 
último, la ingerencia que tiene el Poder Judicial en materia de expro­
piación se reduce, por declaración constitucional, a conocer de los con­
flictos que surjan entre las partes ( el Estado y el particular), con 
motivo de la no eqni\·alencia entre el valor real, actual y efectivo del 
bien expropiado y el Yalor catastral o fiscal de é:-te, en los términos 
fijados con antelación; independientemente <le la facultad que tiene la 
jurisdicción federal ele conocer de los diversos casos concretos que en 
dicha 1113.teria se presenten a través del juicio de amparo que se entable 
en contra de la resolución administrativa que recaiga al recurso de 
revocación que haya interpuesto el particular afectado contra la decla­
ración de expropiación y sus consecuencias. 2J

V oh·ercmos a tratar este tema, en la sección referente a la Reforma 
Agraria �6 y al referirnos en detalle a la ley de expropiación de noviem­
bre de 1936. " 

§ 3. J.a Reforma Agraria

Entre una reforma agraria y la nacionali::ación de una industria clave 
no existe diferencia, en los dos casos, se trata de una operación de 
gran envergadura con un fin de mejoramiento <le las condiciones de 1.:x­
plotación, de paz interior y del logro de la justicia social. :!s 

Respecto al problema de la propiedad del suelo, el aspecto de la ra­
cionalización de la agricultura, la colectivización y la planificación de 
la producción agrícola, objetivos que sólo pueden ser alcanzados con el 
concurso del Estado, se llega a admitir que la tierra debe ser propiedad 
de la comunidad o dd Estado y que es conveniente explotarla en el 
interés general; todo eso pues constituye los indicios de una naciona­
lización. :!'J 

Hay que admitir que en el camino que conduce a la colectivización 
y a la nacionalización de la agricultura, ha sido conclui<la una etapa 
con la consagración explícita, en una serie de constituciones rf.'.tientes, 
de la noción de función social de la propiedad. 30 

�;, Burgoa, I. Op. cit., pp. 375-377.
!!ll Ver infra, secc-ic'm I, núm. 3 pp. 634 y �s. 
�7 Ver infra, sección II, núm. 1, p. 651. 
28 La Pradelle, A. de Les Effcfs lnfernationcmx des ;.Vatimw!isations, citado 

por hatzarov, K. Op. cit., p. 78. 
2!1 Katzarov, K. Op. cit., p. 7�. 
:JO Katzarov, K. Op. cit., p. 83. 
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El artículo 27 constitucional considera el problema agrario en todos 
sus aspectos y trata de resolverlo por medio <le principios generales 
que sirven de norma para la rcdistribuciún del suelo agrario mexicano 
y el equilibrio de la propiedad rústica. El artículo 27 puede ser consi­
derculo -como lo hemos hecho--- desde diversos puntos ele vista, pero 
ahora hemos de ocuparnos de él sólo en cuanto se refiere a la distri­
bución de la tierra. 

Cabe aclarar que el artículo 27 <le b Constitucilm, expedicla el S 
de febrero de 1917

,. 
elevó a la categoría de ley constitucional la de 

6 de enero de 1915 y estableció en materia <le propiedad, innovaciones 
que merecieron la aprobacic'm de muchos y la crítica de aquellos que 
vieron lesionados sus intereses por la nueva legislación. :n 

Hemos citado, en el párrafo anterior, la ley ele 6 de enero de 1915, 
elevada por la Constitución, en su texto original, a la categoría <le ley 
constitucional. Tal ley es hásica en toda la nueva construcción agraria 
<le :México, pues no obstante que el artículo 27 constitucional fue refor­
mado en el año de 1934, precisamente en materia de tierras, esa misma 
reforma no es otra cosa que un retorno, en puntos fundamentales, a 
la ley de 6 de enero de 1915. Su autor, el licenciado Luis Cabrera, 
considerado entre los precursores de la Reforma Agraria, ya expresaba 
en un artículo periodístico, antes de que tal ley se promulgase, la con­
veniencia de reconstruir los ejidos de los pueblos -----(lile habían desapa­
recido por la ley ele desamortización de 1856-- 32 como medio ele resolver 
vi problema agrario. "Para esto, afirmaba, es necesario pensar en la 
reconstituci(m de los ejidos procurando que sean inalienables, toman<lo 
las tierras que se necesiten para ello de las grandes propiedades circun­
vecinas, ya sea por medio de compras

,. 
ya por medio ele expropiaciones 

por causa de utilidad pública, ya por medio de arrendamientos o apar­
cerías forzosas!' a:1 

En estas ideas se encuentran expuestos los puntos fundamentales 
ele la ley de 6 de enero de 1915 que, a su vez, lo son de toda nuestra 
legislación agraria. Los puntos esenciales de tal ley son los siguientes: 
- Declara nulas las enajenaciones de tierras comunales ele indios, si
contravinieron lo dispuesto en la ley ele 25 de jnnio de 1856; - declara
igualmente nulas las composiciones, concesiones y ventas de esas tierras
hechas por la autoridad federal ilegalmente y a partir del 1 Q de diciem­
bre de 1870; - declara la nulidad de las diligencias de apeo y deslinde
practicadas por compañías dcslindacloras o por autoridalles locales o
federales, en el periodo antes indicado, si con ellas se invadieron ilegal­
mente las pertenencias comunales de los pueblos

,. 
rancherías, congrega­

ciones o comunidades indígenas: - para la resolución de todas las cues­
tiones agrarias, crea una comisión nacional agraria, una comisión local

:n Mcndieta y Kúñez, L. U proh!cma agrario de Jft:xico, �1éxico, 1954, p. 183. 
;;� Ver infra, se('ciú11 I, núm. 4, pp. 640 y ss. 
:13 Citado por 1.fcndicta y Xúñt'z, L. O¡,. cit., p. 177.
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agraria por cada Estado o territorio de la República y los comités 
particulares ejecutivos necesarios; � establece la facultad de aquellos 
jefes militares previamente autorizados al efecto, para dotar o restituir 
ejidos, provisionalmente, a los pueblos que lo soliciten ciñéndose a las 
disposiciones de la ley. 34 

Remitámonos, de nuevo, al párrafo III del artículo 27 constitucional 
que a la letra dice: "La Nación tendrá en todo tiempo el derecho de 
imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés 
público, así como el de regular el aprovechamiento de los elementos 
naturales susceptibles de apropiación, para hacer una distribución equi­
tativa de la riqueza pública y para cuidar de su conservación. Con ese 
objeto, se dictarán las medidas necesarias para el fraccionamiento de 
los latifundios; para el desarrollo de la pequeña propiedad agrícola en 
explotación; para la creación de nuevos centros de población agrícola 
con las tierras y aguas que les sean indispensables; para el fomento 
de la agricultura y para evitar la destrucción de los elementos naturales 
y los daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad." 
En pocas palabras, tal disposición establece la acción constante del Es­
tado para regular el aprovechamiento y la distribución de la propiedad 
y para imponer a ésta las modalidades que dicte el interés público. 
Esta disposición causó profunda alarma y dio motivo a acres censuras 
de parte de los juristas que consideraron y consideran intocables deter­
minados conceptos de derecho. Sin embargo, para juzgar sobre la 
justicia y conveniencia de este precepto, es indispensable tener en 
cuenta, más que la teoría abstracta las circunstancias y las necesidades 
de la población para la cual fue dictado. " 

La mala distribución de la tierra ha sido, des<le la época colonial 
hasta nuestros días, la causa de los innumerables trastornos sociales 
que han agitado al país. Así pues el problema agrario es algo que 
afecta vitalmente a nuestro pueblo, por lo tanto fue necesario, esta­
blecer de manera definitiva en un mandamiento constitucional, la fa­
cultad del Estado para regular el aprovechamiento de los elementos 
naturales susceptibles de apropiación a fin de hacer una distribución 
equitativa de la riqueza pública y para cuidar de su conservación. Era 
preciso, también, establecer la facultad del Estado para imponer a la 
propiedad privada las modalidades que dicta el interés público, para 
evitar que como en el pasado, se volviese a concentrar la propiedad 
de la tierra en unas cuantas manos o se hiciese de ella un instrumento de 
opresión y explotación. 36 

Otro aspecto de suma importancia en el problema agrario de Th1éxico 
es el que se refiere a la dotación de tierras a los núcleos de población 
necesitados. Citaremos, al efecto el texto original de la última parte 

34 Mendieta y Núñez, L. Op. cit., pp. 179-180. 
35 Mendieta y N úñez, L. O p. cit., p. 185. 
36 Ver 1·nfrn, sección 1, núm. 4, pp. 640 y ss. Mendieta y Núñez, op. cit., p. 185. 
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del párrafo III del artículo 27 constitucional y que expresaba: "Los 
pueblos, rancherías y comunidades que carezcan de tierras y aguas, 
o no las tengan en cantidad suficiente para las necesidades de su pobla­
ción, tendrán derecho a que se les dote de ellas, tomándolas de las
propiedades inmediatas, respetando siempre la pequeña propiedad. Por
tanto, se confirman las dotaciones de terrenos que se hayan hecho hasta
ahora de conformidad con el decreto de 6 de enero de 1915. La ad­
quisición de las propiedades particulares necesarias para conseguir los
objetos antes expresados, se considerará de utilidad pública." De tal
texto nace un nuevo concepto sobre utilidad pública, desconocido por
nuestro antiguo derecho, que sólo admitía la expropiación de la pro­
piedad privada cuando se trataba de alguna obra de indudable beneficio
general, pero de ninguna manera el que se privase a un particular de
sus propiedades para entregarlas a otro particular. Aparentemente no
es otra la finalidad de la disposición que comentamos, puesto que por
virtud de ella se priva a los latifundistas de parte de sus bienes terri­
toriales para entregarlos a los núcleos de población necesitados, en
último análisis, a los componentes de esos núcleos. Pero no hay que
perder de vista los antecedentes de nuestra cuestión agraria, para com­
prender que, en el caso especial de México, la nueva distribución de
la propiedad era una obra de la más alta utilidad social. El apoyo
de este precepto se encuentra en la historia misma del problema agrario.
La concentración de la tierra trajo consigo el persistente malestar eco­
nómico de las masas campesinas, que originaba frecuentes desórdenes,
de tal modo, que se hizo indispensable la redistribución del suelo para
asegurar la paz, en la cual estaba interesada toda la población del país.
La propiedad agraria, de tipo latifundio, resultaba nociva, de tal moclo
que el Estado se vio precisado a intervenir con la urgencia que deman­
daba el problema, para devolver a la propiedad agraria de México su
carácter de función social mediante la restitución de tierras a las pobla­
ciones injustamente desposeídas, la dotación a las que no tenían las
necesarias para su sostenimiento y por medio de la creación de la pc­
que"ña propiedad que habría de surgir del fraccionamiento de los lati­
fundios. 37 

Respecto a la expropiación, tratábamos en páginas anteriores sus 
rasgos generales, 38 pero aparte de la expropiación genérica de que puede 
ser objeto toda propiedad, existe en nuestro derecho una expropiación 
que se podría denominar específica, es la expropiación en materia 
agraria. Como el nombre lo expresa, la expropiación específica tiene 
lugar en materia agraria y se traduce en el fraccionamiento de los lati­
fundios en favor de los núcleos de población. Ese acto puede consistir 
en dos procedimientos específicos: el de restitución de tierras y aguas, 

37 Mcndieta y N úñez, L. O p. cit., p. 188. 
38 Ver sutra, sección J, núm. 2, inciso d, pp. 632 y ss. 
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y el de dotaciún, a que se refiere la fracciún x del artículo 27 cons­
titucional. 3u 

"Los núcleos de población que carezcan de ejidos o que no puedan 
lograr su restitución por falta de títulos, por imposibilidad de identi­
ficarlos, o porque legalmente hubieren siclo enajenados, serán dotados 
con tierras y aguas �uficientes para constituirlos, conforme a las nece­
sidades de su población, sin que en ningún caso deje de concedérseles 
la extensión que necesiten, y al efecto se expropiará, por cuenta del 
Gobierno Federal, el terreno que baste a ese fin, tomándolo del lJllé 

.<-e encuentre inmediato a los pueblos interesados. 
"La superficie o unidad individual de dotación no deberá st�r en lo 

suresi\·o menor de diez hectáreas de terrenos de riego o humedad o, 
a falta de ellos, ele sus equivalentes en otras clases de tierras, en los 
términos del párrafo tercero de la fracción x\· de este artículo." 40 

Tam�ié�1 las fracciones XI\' y XYII regulan el aspecto agrario de las 
ex¡irop1anones. 

"Los propietarios afectados con resolucionl'.S dotatorias o restituto­
rias de ejidos o aguas, que se hubiesen dictado en favor de los pueblos, 
o que en lo futuro se dictaren, no tendrán ningún derecho, ni recurso
legal ordinario, ni podrán promover el juicio de amparo. Los afectados
con dotación, tendrán solamente el derecho de acudir al Gobierno Federal
para que les sea pagada la indemnización correspondiente. Este derecho
deherán ejercitarlo los interesados dentro del plazo de un año, a contar
desde la fecha en que se publique la resolución respectiva en el Diar·io

Ofi'.cial de la Federación, Fenecido ese término, ninguna reclamación
será admitida.'· 41 

"Si el propietario se opusiere al fraccionamiento -de los excedentes� 
se llevará éste a cabo por el gobierno local, mediante la expropiación." 4:: 

Los procedimientos dotatorios y restitutorios son objeto de estudio 
ele una rama especial del derecho, por lo que nos concretamos única­
mente a apuntar su carácter cxpropiatorio. La restricción a la propiedad 
in5-tituida por la ley fundamental, reyela<la en las expropiaciones por 
causa de n:stitución o ele dotación de tierras y aguas, opera respecto 
ck la gran propiedad rústica o rural llamada latifundio. La pequeña 
propiedad agraria, cuya extensión máxima es fijada por la legislación 
�<:cunclaria a la que remite para tal efecto la fracción XVII del artículo 
2i constitucional, no tiene la mencionada limitación o, en otras palabras, 
no es objeto de expropiaciones dotatorias ni restitutorias. 4:: 

Otro aspecto importante respecto a la reforma agraria en l\11éxico 
lo constituye la limitación ele la propiedad y el fr;tccionamiento ele los 

:rn Burgoa, l. O¡,. cit., p. 381. 
40 Artículo 27, fracción x de la Constituciún Mexicana.
41 Párrafos I y II de la fracciún XIV del artículo 27 constitucional. 
4� Fracción XYII, inciso e, del artículo 27 constitucional. 
-1:1 Burgo;:i, l. O¡,. cit., p. 382.

638 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 1963.  Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Derecho Comparado

Libro completo en: https://goo.gl/MTNedQ



APféNDICE DE DERECHO MEXICANO 

]atifun<lios. Nos dice el profesor !vlen<lieta y Núñez, 44 que de nada 
servirían las restituciones y dotaciones de tierras, si no se dictaran 
medidas encaminadas a impedir, en el futuro, nuevas concentraciones; 
aquéllas resuelven el problema en su fase urgente; pero su arreglo 
definitivo sólo podrá conseguirse estableciendo bases sólidas para la 
distribución de la tierra en forma que mantenga el equilibrio social. 
Desde el punto de vista económico, el latifundio en México debe con­
siderarse como un fracaso, porque el sistema de explotación de la 
tierra que empleaba era defectuoso. Desde el punto de vista social, 
al no existir en Niéxico clase media rural, la propiedad rústica quedú 
dividida en gTan<le propiedad del tipo latifundio y en pequeñísima pro­
piedad del tipo parcela; junto a unos cuantos poderosos terratenientes, 
una gran masa de proletarios. 

El artículo 27 considera todos estos puntos y manda que los Estados 
deben dictar leyes en las cuales sea señalada la máxima extensión que 
dentro de ::,tt:,; respectivas jurisdicciones puede poseer una sola persona 
o sociedad mexicana; lo que pase de este límite deberá ser fraccionado
por sus propietarios o, en rebeldía de ellos, por los gobiernos locales
y las fraccionl's deberán ser puestas a la venta en condiciones fáciles
para el adquirente: largo plazo (veinte años) y corto interés (tres
por ciento anual). En caso <le rebeldía del propietario, los gobiernos
locales, para llevar a cabo 1a venta de las tierras que excedan del límite
señalado, procederún a la expropiación de ellas, entregando bonos de
una deuda agraria que podrán contraer cuando el Congreso de la Unión
los faculte para ello."

Otro de los aspecto� importantes en la reforma agraria mexicana 
está rdacionado con la protección y el desarrollo de la pequeña pro­
piedad. La pequeña propiedad existente en la época en que entró en 
yigor la Constitución de 1917 y la que surge y surja por la aplicación 
llel artículo 27, son objeto de especial protección, puesto que este pre­
cepto clcv:1 a la categoría de garantía individual, el respeto a la pequeña 
propiedad. E:;e respeto es el único límite que se opone a la acción dota­
toria y a la acciún restitutoria, de tal modo, que la vida de la pequeña 
propiedad es tan importante o más que la distribución de tierras entre 
los núcleos de población necesitados. 40 

H l\1endieta y Núi1cz, L. Op. cit., p. 188. 
45 Artículo 27, fracción XVII de la Constitución Mexicana. 
46 Mcn<lieta y Núñez, L. Op. cit., p. 189. Artículo 27, párrafo m, última parte: 

''Los núcleos de población que carezcan de tierras y aguas, o 110 las tengan en 
cantidad !'UÍiciente para las nccesir.ladcs de su población, tendrán derecho a que 
�e les dote de ellas, tomándolas de las propiedades inmediatas, respetando siempre 
la pequefía propiedad agrfcola en explotaci{in." Fracción XV del mismo artículo 
2i u,:,""t:i,1ciu1¡aJ: ·'La'i Co1n:�¡t,n:.,; .'.\li:,..t;:s, lc,s g;,l,i'.:rnus lucilcs y b.� dcn1ú� 
autoridades encargadas de las tramitaciones agrarias no podrán afectar, en ningún 
caso, la pequefía prop·irdad agrícola. o ganadera en explotación e; incurrirán en 
responsabilidad, pnr Yiobciones a b Constitución, en caso de conceder dotacionC's 
¡¡ne fa ;1Íecten." 
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TEOR!A DE LA NACIONALIZACJóN 

Es así como queda completo el plan ele reforma agraria que contiene 
el artículo 27 constitucional, según el cual, sólo será posible la coexis­
tencia de la propiedad ejidal y de la pequeña propiedad, ya que mien­
tras no sea indispensable dotar de tierras a algún núcleo de población 
rural, porque no se presenten nuevas necesidades agrarias, la mediana 
propiedad, con existencia transitoria podrá existir y finalmente tendrá 
que reducirse a los límites de la pequeña propiedad, única para la cual 
se establece el respeto absoluto como garantía constitucional. 47 Con tal 
reforma se pretendió y se persigue aún la paulatina transformación 
de la economía agraria de México que ha de redundar en una mejor 
organización política y económica. 

§ 4. Nacionalización de los f7icncs del clero

El artículo 27 constitucional consigna incapaci<la<lC's para ciertas per­
sonas físicas y morales respecto de la adquisición de determinada cate­
goría de bienes y para su disfrute. Así como las limitaciones a la pro­
piedad particular ( la expropiación por causa de utilidad pública" entre 
otras) son establecidas constitucionalmente en razón de factores extra­
personales, traducidos generalmente en la satisfacción de una necesidad 
pública o en la preser\'ación o fomento del bienestar colectivo, las 
incapacidades de adquisición y disfrute son fijadas por la constitución 
en atención a la índole jurídica de cierta clase de personas físicas o 
morales ( intuitu personae). 40 

Un caso de incapacidad para adquirir, poseer o administrar bienes 
raíces o capitales impuestos sobre ellos, es el que se refiere a las "aso­
ciaciones religiosas denominadas iglesias cualquiera que sea su credo" 
(fracción n del artículo 27 constitucional). •0 Además de esta inca­
pacidad absoluta de que en materia inmobiliaria están afectadas las 

47 Mcndieta y Núñez, L. Op. cit., p. 190. 
48 Ver supra, sección 1, núm. 2, inciso d, pp. 632 y ss. 
49 Burgoa, J. Op. cit., p. 382. 
tiO Artículo 27, fracción II de la Constitución Mexicana: "Las asociaciones reli­

giosas denominadas iglesias, cualquiera que sea su credo, no po<lrán, en ningún 
caso, tener capacidad para a<lquirir, poseer o administrar bienes raíces, ni capi­
tales impuestos sobre ellos; los que tuvieren actualmente, por sí o por interpósita 
persona, entrarán al dominio de la Nación, concediéndose acción popular para 
denunciar los bienes que se hallaren en tal caso. La prueba de presunciones será 
bastante para declarar fundada la denuncia. Los templos destinados al culto 
público son de la propiedad de la Nación, representada por el Gobierno Federal, 
quien determinará los que deben continuar destinados a su objeto. Los obispados, 
casas curales, seminarios, asilos o colegios de asociaciones religiosas, conventos 
o cualquier otro edificio que hubiere sido construido o destinado a la adminis­
tración, propaganda o enseñanza de un culto religioso, pasarán desde luego, de 
pleno derecho, al dominio directo de la Nación, para destinarse exclusivamente a
los servicios públicos de la Federación o de los Estados en sus rcspeefr.,·as juris­
dicciones. Los templos que en lo sucesivo se erigieren para el mito pllLlico, serán
propiedad de la Nación."
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APféNDICE DE Dl•:RECITO :-tEXICANO 

asociaciones rdigiosas, existe el acto jurídico de la nacionalización ope­
rando respecto de aquellos bienes que estén, hayan esta<lo o estuvieren 
en su poder. Se puede afirmar que la nacionalización es una expropiación 
que obedece a una causa específica, cual es el determinado destino que 
se atribuye a ciertos bienes, consistente en utilizarlos para la adminis­
tración, propaganda o cnseii.anza de un culto religioso. Por medio de h 
nacionalización, los bienes afectados a los fines antes mencionados pasan 
de pleno <lerccho a ser del dominio directo del Estado, es decir, por d 
solo hecho de ser utilizados para la realización de objetiYos de propagan­
da, de a<lministraciún o <le enseñanza <le un culto religioso. Sin embargo•, 
1n. declaración constitucional de que dichos bienes por efecto de la 
11acionalizaciún pasan de pleno derecho al dominio directo de la nación, 
no implica que no se observen cktcrminadas prescripciones y se siga 
un cierto procedimiento p;ira ello, institt1i<los por la actual ley de nacio­
nalización de bienes, de 30 <le dici<.'rnb1-e de 1940 ( Diario Oficial del 
31 del mismo mes y año), que derog/, la de 26 de agosto <le 1935 (Dia.rio 
Oficial del 31 de agosto del mismo aiío)." El establecimiento <le la 
incapacidacl constitucional absoluta de que está afectada toda asociación 
religiosa para adquirir, poseer o administrar bienes raíces o para imponer 
capitales sobre éstos, es una medida legislativa adoptada por la Cons­
titución, para despojar al clero de su preeminencia y poder económico� 
tan anticristiano como perjudicial para los intereses del Estado y que 
en no pocas ocasiones sirvió para financiar movimientos armados que 
por cerca de un siglo demoraron el progrc�o político y social de nuestro 
país. La nacionalizac-ión de bienes cclesiástfros no es un fenómeno uuevo 
en la vida legislativa de :México. Es sabido, en efecto, que desde 1833 
don Valentín Gómez Farías dictó una serie de disposiciones sobre d 
particular, cuyo sentido fue nuevamente puesto en vigor en las famosas 
Leyes de Reforma, 52 para cristalizar en la Constitución de 1857, y
también acerca del mismo problema encontramos leyes tan importantes 
como la ley de desamortización de 25 de julio de 1856. 53 

"1 Ver s11pra, secciún 1, núm. 4, p. 640. 
ró!! Leyes de Reforma: "Manifiesto del Gobierno Constitucional a la Nación, de 

7 de julio de 1859, en la parte relativa al programa de la Reforma." "Ley <le 12 
de julio de 1859. Ley de Nacionalización de los Bienes Eclesiásticos." "Ley del 
23 <le julio de 1859. Ley del. Matrimonio Civil." "Ley der 28 de julio de 1859� 
Ley Orgánica del Registro Civil." "Ley del 31 de julio <le 1859. Decreto del' 
Gobierno, declarando que cesa toda intervcnciún del Clero en los Cementerios y 
Camposantos." "Resolución de 3 de agosto de 1859, retirando la Legación de 
México ante la Santa Sede." "Ley de 11 de agosto <le 1859. Decreto del Gobierno 
declarando qué <lías deben. tenerse como festivos y prohibe la asistencia oficial a 
_las funciones de la Iglesia." "Ley de 4 de diciembre de 1860. Ley sobre la libertad 
<le cultos." "Ley de 2 <le febrero de 1861. Decreto del Gobierno secularizando los 
hospitales y establecimientos de beneficencia." "Ley de .26 de febrero ele 1863,. 
Decreto del Gobierno que su¡1rimió las comunidades religiosas." 

La culminación de la Legislación de Reforma se realiza con las adiciones y 
reformas a la Constitución de 1857, de fecha 25 de septiembre de 18i3. 

M Burgoa, J. Op. cit., p. 386, 387. 
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Trata remos ahora someramente de aquellas disposiciones legales que 
consideramos un antecedente directo de nuestra actual fracción II del 
artículo 27 constitucional, antecedentes que nos aclararán el verdadero 
sentido y alcance de tal disposición. 

Ley de desamorti=ació11 de 25 de junio de 1856. ] lacia el año de 1856 
y a raíz de los acontecimientos políticos en los cuales el clero tomó una 
participación directa, ya estaba fuera de eluda que el lamentable estado 
económico de la República se debía en gran parte a la amortización cele� 
siástica. El erario dejaba de percibir los derechos que le correspondían 
en las translaciones de dominio ya que éstas eran cada vez más escasas, 
pues el clero concentraba en sus manos gran parte de la propiedad raíz 
y raras veces hacía ventas a los particulares. El comercio y la industria 
sufrían igltalmente, porque la amortización eclesiástica significaba el 
estancamiento de los capitales. Éstas y otras razones determinaron al 
gobierno a dictar la ley de 25 de junio de 1856. Los fines de esta ley y 
su reglamento fueron exclusivamente económicos; no se trataba de pri.,. 
var al clero de sus inmensas riquezas, sino simplemente de cambiar la 
calidad de éstas con objeto de que, en lugar de que estorbaran, como 
estorbaban, el progreso del país, lo favorecieran impulsando el comercio, 
las artes, y las industrias. "Dos son los aspectos -se dice en este 
documento-- hajo los cuales debe considerarse la providencia que en­
vueh·c dicha ley: primero como resolución tendiente a movilizar la 
propiedad raíz, y segundo, como medida fiscal con objeto de norma­
lizar los impuestos." ;;.l 

Pero muy otros fueron los resultados que en la práctica tuYicron las 
leyes de desamortización. Los arrendatarios de las fincas de propiedad 
eclesiástica, en �u mayor parte, no pudieron aprovecharse de los bene­
ficios de la ley. 11ás que consideraciones de conveniencia económica, 
fueron prejuicios morales y religiosos los que impidieron que los arren­
datarios hubiesen aproyechado los beneficios de la desamortización. 
El clero mexicano declaró excomulgados a quienes compraran bienes 
eclesiásticos y por ese motivo numerosas pcrsona·s· se abstuvieron ele 
efectuar en su provecho las operaciones autorizadaS por la ley. a;; 

Otro de los efectos de la ley fue que las fincas de mano muerta 
pasaron a poder de los denunciantes en la extensión que tenían, pues 
se adjudicaron haciendas y ranchos -por entero. Y no solamente eso, 
sino que, en virtud de que no había límite para adquirirlas, dichos 
denunciantes, gente acomodada, compraron -cuantas les fue posible, y así 
la desamortización fayoreció por desgracia el latifundismo. 66 

Por otra parte, la resolución de 9 de octubre. de 1856, en la qt.i� 
el gobierno reconoce el perjuicio que las leyes de desamortización esta, 

54 Mcndieta y N úiícz, L. O p. cit., pp. 109 y 111. 
á5 ?vlcndieta y Núñez, L. Op. cit., p. 111. 
56 �folina Enríqucz, citado por 11cm1ieta y N-\lñez, Uf. cil .. •JI. 113 .. 
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ban causando a los pueblos <le indios ''7 y, para facilitar a los necesitados­
la adquisición del dominio directo, dispuso que to<lo terreno cuyo valor 
no pasara de 200 pesos, conforme a la base de la ley de 25 de junio, se 
adjudicara a los respectivos arrendatarios, con todas las facilidades 
imaginables. Ello hizo que la desamortización de 1os pueblos de indios­
y de los bienes del ayuntamiento se llevara a cabo rápidamente pero 
provocando que per�onas extrañas a los pueblos comenzaran a apode­
rarse de las propiedades de los mismos como denunciantes. Algunos 
indios se sublevaron, por tal motivo, en varios puntos del país. El go--­
bicrno, entonces acudió a remediar el mal ordenando que la desamor­
tización se hiciese, en estos casos, reduciendo las propiedades comunales 
a propiedad particular en favor <le sus respectivos poseedorC's, y de 
este modo, como efecto de la resolución de 9 de octubre, que favoreció 
la adjudicación de terrenos cuyo valor no excediese de 200 pesos, se 
fue creando una propiedad privada demasiado pequeña junto a la gran 
propiedad, privada también, pero proveniente de 1a desamortización de 
bienes del clero. :.s 

Las leyes de desamortización constituyeron una nueva fuente de pro­
piedad raíz en la República, y del mismo modo, la resolución de 9 de 
octubre de 1856 lo fue de la pequeña propiedad parcelaria sujeta antes 
al título comunal del pueblo o del ayuntamiento. r.t1 

Además hay qne recordar que el artículo 27 constitucional de 1857 
amplió la ley de 25 de junio en cuanto a las propiedades de las cor­
poraciones civiles, al hacer extensiva la prohibición de poseer bienes­
raíces a los ejidatarios. El resultado de esas leyes y de varios decretos 
y circulares sobre la misma materia pueden sintetizarse de esta manera: 
- Desaparecieron, a pesar de todo, las propiedades rústica y urbanas­
del clero; - las propiedades rústicas arriba mencionadas fueron a
parar a manos de hacen<lados, que ensancharon así sus dominios, y las
urbanas quedaron en poder de personajes ricos que incrementaron su
riqueza; - muchas de las tierras comunales ele diferentes clases su­
frieron los efectos de ]a ley, de tal manera que fueron a aumentar la
extensión de las grandes haciendas o de los pequeños o medianos ran­
chos. 00 

La conclusión es obvia; la ley de desamortización y el artículo 27,. 
en lugar de resolver el problema de la tenencia <le la tierra no obstante 
las buenas intenciones de los legisladores, estimularon la formación de­
graneles latifundios, como quedó plenamente demostrado en los años. 
posteriores. 61 

.'i'i' El gobierno era quien, respecto lle la propiedad comunal de los indios, perr-
saba que languidecía precisamente por no haberse reducido a propiedad individual. 

581,folina Enríqucz, citado ¡Jor Mendieta y Núñez. O¡,. cit., p. 113. 
r,u Malina Enríquez, citado por Men<lieta y Núiicz. Op. cit., ¡J. 114. 
oo Silva Herzog, J. El agrarismo mexicano y la reforma agraria, (l;'xposició11 y

Crítica), Fondo de Cultura Económica, ?vféxico, 1959, p. 91. 
01 Sil-.;a Hcrzog, J. Op. cit., p. 92. 
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TEORÍA DEL\ NACIONALIZAC!ól\ 

Ley de nacionalización de los bic11cs del clero. El clero, lejos de quedar 
conforme con las disposiciones legales que se ponían en vigor, a pesar 
de que le garantizaban el precio que se obtuviese en la adjudicación de 
sus bienes, promovió una lucha sangrienta, 62 motivo muy principal 
de que la desamortización no se llevase a cabo rápida y efectivamente 
en todo el país. 63 

El clero utilizaba pues, el dinero que recibía por la venta de sus pro­
piedades para fomentar la guerra civil. Ante esta situación el gobierno 
liberal de Benito Juáre= se vio obligado a expedir desde la ciudad de 
Veracruz, el 12 de julio de 1859, una nueva ley nacionalizando todos 
fos bienes del clero. En el artículo 1 Q de ese ordenamiento se dice que 
entran al dominio de la nación todos los bienes de la iglesia administra­
dos por sus miembros con diversos títulos, "sea cual fuere la clase de 
predios, derechos y acciones en que consistan, el nombre y aplicación 
que hayan tenido ... " 64 Se exceptuaron de la nacionalización única­
mente los edificios destinados directamente a los fines del culto. 

En el artículo 49 del ordenamiento citado se dispuso que "ni las 
ofrendas ni las indemnizaciones" podrían hacerse a los ministros del 
culto en bienes raíces y el artículo 22 declaró "nula y de ningún valor 
toda enajenación que se haga de los bienes mencionados en la ley". 
La ley de nacionalización suprimió también las órdenes monásticas y 
declaró la separación entre la iglesia y el Estado. 6ª 

Los efectos de esta ley fueron principalmente políticos, pues en 
cuanto a la organización de la propiedad raíz, en nada modificaron 
lo establecido por las leyes de desamortización; todo se redujo a que el 
gobierno quedase subrogado en los derechos del clero sobre las fincas 
,desamortizadas y los capitales impuestos, que desde entonces fueron 
,redimibles en favor del Estado. La desamortización se llevó a cabo len­
tamente en toda la República, y como último resultado la propiedad 
:agraria1 que antes se encontraba dividida entre los grandes propietarios, 
el clero y los pueblos de indios, quedó entonces repartida únicamente 
.entre grandes y pequeños propietarios. 66 

En resumen
1 

las leyes de desamortización y de nacionalización dieron 
muerte a la concentración eclesiástica; pero extendieron en su lugar 
,el latifundismo y dejaron a su merced una pequeña propiedad dema­
siado reducida y demasiado débil en manos de la población inferior 
del país (la indígena) cultural y económicamente incapacitada no sólo 
para desarrollarla

1 
sino aun para conservarla. 67 

Con todo lo anteriormente expresado, creemos que será más fácil 
,comprender el verdadero sentido y alcance de la fracción n, del artículo 

62 "La Guerra de los Tres Años." 
63 Mendieta y Núñcz, L. Op. cit., p. 115. 
64 Silva Herzog, J. O p. cit., p. 92. 
,6� Mendieta y Núñez, L. Op. cit., p. 116. 
66 Mendicta y Núñez, L. Op. cit., p. 116. 
�7 Mendicta y Núñci, L. Op. cit., p. 116, 
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27 de la Constitución Federal de 1917, 68 que prohíbe a las asociaciones 
religiosas denominadas iglesias, adquirir, poseer o administrar bienes 
raíces o capitales impuestos sobre ellos, y nacionaliza los inmuebles o 
capitales que directamente o mediante interpósita persona llegaren a 
adquirir dichas asociaciones, así como también nacionaliza los templos, 
los obispados, casas curales, seminarios, conventos, asilos o colegios de 
asociaciones religiosas y en general todo edificio construido o desti­
nado a la administración, propaganda o enseñanza de un culto religioso. 

El párrafo citado del artículo 27 constitucional, no es en realidad 
sino 1a reiteración de los preceptos <le las Leyes de Reforma 6

1J que 
nacionalizaron los bienes del clero, complementándolas y haciendo más 
enérgica su aplicación, ya que el artículo 27 dice de modo imperativo, 
que los bienes nacionalizados deben destinarse exclusivamente a los 
servicios públicos de la Federación o de los Estados, en tanto que la 
legislación anterior a la Constitución de 1917, permitía que los bienes 
que habían sido de la Iglesia, se dejaran indefinidamente en manos del 
clero. 

Para reglamentar la fracción n del artículo 27 constitucional 70 han 
sido expedidas, la ley de nacionalización de bienes, de 26 de agosto 
de 1935 (Diario Oficial de la Federación del 31 de agosto del mismo 
año) y la ley sobre nacionalización de bienes, de 30 de diciembre 
de 1940 (Diario Oficial del 31 de diciembre del mismo año y publicada 
por segunda vez el 8 de agosto de 1944) que derogó la primeramente 
mencionada. 

Desde que fue expedida la Constitución de 1917, ha sido objeto de 
continuo esfuerzo por parte de los gobiernos revolucionarios, la obra 
de nacionalización de los bienes del clero, pues se ha apreciado siempre 
la trascendencia política y social que tiene el cumplimiento de este 
postulado. El poder económico de la Iglesia, en el curso de nuestra 
historia, ha sido aprovechado repetidas veces para alentar y sostener 
tentativas encaminadas a frustrar la liberación económica y espiritual 
de los trabajadores. De ahí que se conceda importancia capital a la 
nacionalización de los bienes del clero. 71 

La ley de nacionalización de bienes de agosto de 1935 -expresa la 
Exposición de Motivos- está destinada a poner fin a la situación con­
fusa que ha venido reinando, sobre todo en lo relativo al procedimiento 
que debe seguirse para decretar la nacionalización de los bienes, como 
consecuencia de los diversos criterios que se han sustentado en el curso 
del tiempo, acerca <le si la nacionalización debe declararse mediante 
sentencia dictada por la autoridad judicial, o si el procedimiento <le 

os Ver supra, nota 50 de la sección I, núm. 4. 
li!J Ver supra, sección I, núm. 4, pp. 640 y ss. 
70 Ver supra, nota 50 de la sección I, núm. 4. 
71 E .. xposi�ió.n de !ll?tivos de la ley de nacion�lizaciün de bienes de 26 de agosto

<le 193::, (Dwno Ofwal del 31 de agosto del mismo año). 
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TEORIA DE LA XACIO�ALIZAClóN 

nacionalización ha de llevarse a cabo por las autoridades administra­
tivas encargadas de la materia, por más que, como es ineludible y legi­
timo, se dé a los particulares afectados amplia oportunidad para defender 
sus bienes dentro del procedimiento administrativo, además de que to­
davía ulteriormente, puedan impugnar la resolución administrativa me­
diante el recurso de amparo hecho valer ante las autoridades judiciales.j 

La ley de nacionalización que ahora entra en vigor -continúa 1á 
Exposición de Ivlotivos de la misma-, además de poner fin a la incer­
tidumbre reinante en ese punto, define y aclara todas las cuestiones 
importantes que se suscitan al aplicar el precepto constitucional que 
nacionaliza los bienes del clero. Se ha optado por el sistema adminis­
trativo, por ser el que establecieron las Leyes de Reforma, a partir 
de la que se expidió el 12 de julio de 1859, cumpliéndose así con el 
propósito inquebrantable del Poder Constituyente de 1917, referente 
a que se siguieran respetando y aplicando aquellas leyes en materia 
religiosa, tanto más cuanto que, como se ha dicho, el artículo 27 de la 
Constitución Federal vigente, en esa materia, es todavía más enérgico. 
Por su articulado, sin embargo, la ley quiere hacer rápida e ineludible 
la nacionalización cuando esté justificada, pero señalando con claridad 
el alcance de los preceptos de la Constitución y los peligros de violarla, 
a fin de que toda persona esté en condiciones de colocarse, si lo desea 
sinceramente, dentro de la protección que en México, tiene la propiedad 
legítima. El objetivo que ha inspirado cada precepto de la ley es, en 
resumen,h;l de conseguir mediante ella, que todos los bienes que nacio­
naliza el artículo 27 constitucional entren al dominio efectivo del go­
bierno pero sin que en ningún caso se utilice la facultad excepcional 
conferida al poder público en esta materia, para despojar a quienes 
son propietarios o poseedores de buena fe, de bienes que no pertenecen 
a la Iglesia, ni son aprovechados por ella. 

El procedimiento, que según la ley de nacionalización de agosto <le 
1935 debería seguir la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para 
llegar a decretar en definitiva la nacionalización de los bienes, fue 
organizado con la tendencia principal de cohonestar la rapidez y efi­
cacia de la acción de la autoridad, con las garantías que deben darse 
a los afectados para la defensa de sus intereses. Se instituyó una ocu­
pación provisional de los bienes, cuando la averiguación iniciada por 
las autoridades administrativas, llevaba a concluir, en forma todavía 
sujeta a rectificación posterior, que la nacionalización era procedente. 
Efectuada la ocupación se daba entrada a las defensas de los afectados 
recibiéndoseles todas las pruebas aducidas y los alegatos presentados, 
hasta cerrar el procedimiento con una resolución definitiva, que en todo 
caso debería ser dictada y autorizada personalmente por el secretario de 
Hacienda. Respecto a la prueba de presunciones hay que recordar que, 
por disposición constitucional, ésta sería bastante para declarar fundada 
una denuncia en materia de nacionalización. 

646 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 1963.  Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Derecho Comparado

Libro completo en: https://goo.gl/MTNedQ



-�Pf:KDlCE DE DERECHO )dEXJC\;-;O

Esta ley -según afirmaba la Exposición ele Motivos-, garantizaba 
la prosecución eficaz ele la obra de nacionalización de bienes del clero, 
dando al mismo tiempo las debidas garantías a los propietarios de bue­
na fe. 

Ya en la ley de nacionalización de bienes de 30 de diciembre de 1940, 
�e realizan importantes cambios, especialmente en lo tocante al proce­
dimiento de nacionalización instituido por la misma. Tal procedimiento 
�e inicia por el ejercicio <le la acción desplegado por d l\iinisterio Pú­
blico Federal, en representación de la Fcderaciún, tenien<lo como 
objetiYo la obtención de una sentencia judicial que contenga la decla­
ración de que un bien determinado t:s susceptible de nacionalizarse, 
resolucit'm que debe pronunciarse por un juez de clistrito en materia 
civil. 7z El propietario de un bien ,¡uc el :Ministerio Público Federal
ha e�timado como nacionalizable tiene derecho a defenderse ante el 
juez de distrito que conozca <le la acciún entablada, defensa que se 
traduee en la contestaci<'m a la demanda por escrito, ofrecimiento y 
desahogo de prut:bas y alegaciones, para cuyo efecto tiene lugar una 
audiencia, cou posterioridad a la cual se dicta la sentencia que corres­
ponda, la cual es apelable en ambos efectos. 'i3 

Cabe añadir acerca de la vigencia de tales leyes que hoy día están 
prácticamente en desuso. 

§ 5. Considcra-eioncs r1encrafcs

Varias constituciones, y la <le :México fue la primera en hacerlo, 
al reglamentar la estructura económica y social del Estado, se preo­
cupan por indicar -la mayoría de las , eces de una manera explícita 
y limita ti, a- lo:-; bienes y las actiYidades que sólo pertenecen a la 
colectividad o al Estado, que constituyen "la propiedad del pueblo, de 
la nación'', y, por consiguiente no pueden ser objeto <le propiedad 
privada. En la medida en que se trata de actividades ejercidas por 
particulares o de bienes privados, la Constitución misma aparece en-

72 Artículof- 16. 17 y 18 de la ley <le nacionalización de bienes de 30 de diciem-
• brc de 1940. Artículo 16: "El ejercicio de las acciones que corresponden a l::t

Nación 1ior virtud de las disposiciones de la presente ley, se hará efectivo mediante
el procedimiento judicial, en el que intervendrá como actor el Ministerio Público
federal." Artículo 17: "Cuando por denuncia de algún particular o por cualquier
otro medio .se tenga conocimiento de la existencia de algím bien nacionalizable
conforme a esta ley, el .Ministerio Público federal solicitará datos del Registro
Público de la Propiedad, sobre antecedentes y gravámenes del inmueble, y reca­
bará, además, todos los informes, declaraciones y documentos que cstitne nece­
sarios." Artículo 18: "Si de los datos recabados se desprenden elementos bas­
tantes para considerar que se trata de un bien nacionalizable conforme a esta ley,
el .Ministerio Público federal presentará demanda ante el Juzgado de Distrito com­
petente en materia civil dentro de cuya circunscripc:ión territorial se encuentre
dicho bien."

73 Artículos 1<.l·, 20, 21, 22, 23, 24, 25 y 26 de la ley de nacionalización de bienes
de diciembre de 1940.
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· tonces como un acto de nacionalización. Cuando las constituciones con­
. tienen una especie de inventario de la propiedad estatal o "nacional" en
donde figuran los bienes y las actividades reservadas, en el pasado, a

· ¡a propiedad y a la iniciativa privada, al haber sido expresamente desig­
. nados por la constitución, esos objetivos se encuentran por ese hecho
nacionalizados. 7-i Todo ese proceso es fruto de la idea de que existen

· "valores de un orden superior". Encontramos la confirmación de ello
, en el hecho de que las nuevas constituciones que erigen la naciona­
lización en una institución particular, dan primero una lista de bienes

· cuyo número y extensión crecen constantemente, considerados, por su
naturaleza, como propiedad del Estado o del pueblo.,. El ejemplo de

· tal aseveración lo encontramos en el artículo 27 de nuestra Consti­
. tución.

¿ Cuál es la base constitucional de la nacionalización? Todas las cons­
. tituciones contemporáneas admiten la limitación o la enajenación de la 
· propiedad en el interés general y, por otra parte, ninguna de ellas
· prohibe al Estado ejercer actividades económicas. En los países en los
· que la constitución no trata de la nacionalización como de una insti­
tución diferente de la expropiación por interés general, conviene aplicar

· 1as reglas de procedimiento propias a esta última. Por ello desde el
· punto de vista del procedimiento, la nacionalización se presenta hoy
bajo dos aspectos que, por su naturaleza e importancia, se sitúan en
grados diferentes: - ella puede ser efectuada según las reglas de
procedimiento aplicables a la expropiación del tipo clásico por causa

· de utilidad pública; 76 y - ella puede serlo en virtud de normas jurí­
. dicas especiales que la reconocen y la definen como una institución
que se diferencia de la expropiación. 77

Como la propiedad de la tierra y de las riquezas naturales pertenece 
en principio al Estado, y la propiedad privada se encuentra dotada de 
funciones sociales, el ejercicio de toda industria está colocado en un 

· estado de dependencia orgánica frente a las funciones del Estado. El ar­
tículo 27 de la Constitución mexicana en su integridad es el primer
reconocimiento otorgado por la legislación, en el nivel constitucional, a
la posibilidad de hacer efectiva la nacionalización dentro del marco

, de la industria. 78 

Apoyándose en el artículo 27 de su Constitución, México ha em­
prendido transformaciones radicales en la agricultura, transformaciones

· que constituyen el objeto inmediato de dicho texto constitucional. 79 Pero

74 Katzarov, K. Op. cit., p. 204. 
7:S Katzarov, K. Op. cit .• p. 210.
76 Caso presentado, en h.-léxico, en materia de ferrocarriles e industria petro­

lera. Ver infra., sección II, núms. 2 y 3. 
77 Ver supra, sección I, núm. 2, inciso c, 2, con algunas salvedades. Ver Katza­

•·rov, K. Op. cit., p. 199.
78 Katzarov, K. O p. cit., p. 34. 
79 Ver supra, sección 1, núm. 3, p. 634.
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:además ha realizado en el campo de la industria petrolera, una serie 
de iniciativas que deben considerarse como las primeras medidas con 
efecto de nacionalización en el sentido jurídico del término. Asimismo 
la nacionalización de las redes ferroviarias. so Posteriormente, la nacio­
nalización ya completa de la industria petrolera. 81 Y aunque exterior­
mente esas diversas medidas revisten el aspecto de una expropiación 
<lcl tipo clásico, su fundamento constitucional es precisamente el de la 
nacionalización, lo que las une indiscutiblemente a é�ta. 82 Después de 
1939, México ha emprendido igualmente otra serie de nacionalizaciones 
<le diferente naturaleza, todas ellas fundadas en el artículo 27 de su 
Constitución. 83 

México, como en general todos los países latinoamericanos, sufrieron 
fuertemente, después de la conquista de su independencia política, en 
d curso del siglo x1x y sobre todo en su segunda mitad, así como aún 
�n el presente siglo, la influencia económica del extranjero -primera­
mente de la Gran Bretaña, luego de los Estados Unidos. El despertar 
de la conciencia nacional provocó, en el plano económico, muchas reac­
ciones contra esta dominación del capital extranjero y contra la influencia 
extranjera. Una de ellas consistió especialmente en reconocer a la pro­
piedad una "función saciar' y en proclamar a la tierra como propiedad 
<le la nación -así vemos el artículo 27 de la Constitución mexicana. 
Esta concepción permitió a todos e.stos países nacionalizar o expropiar 
las principales industrias: las del petróleo y del azufre en particular, 
así como las empresas de interés general como los ferrocarriles, la in­
dustria eléctrica, el telégrafo, la radio; etcétera. Desde ese momento, 
sin negar el deseo de socializar verdaderamente la vida económica y 
política, y sin menospreciar los resultados obtenidos en ese sentido por 
tales países, relativamente nuevos, es interesante observar que la reali­
zación de la idea de nacionalización sigue en ellos un camino que le es 
propio y aparece como un medio de socializar la vida económica en 
general y de liberar al mismo tiempo a esta última de la influencia 
extranjera. Por consiguiente, en estos países, entre los que se encuentra 
México -expresa Katzarov-, 84 la "nacionalización" representa no 
solamente una nueva actitud hacia la estructura social interna, sino 
también una nueva postura frente a la influencia económica extranjera . 

.<-u Yer infra, sección II, núm. 2. 
"1 Ver infra, sección n, nlnn. 3. 
"!! Katzarov, K. Op. cit., p. 35. Ver infr,1, sccciún u, núm. l. 
�3 \rcr infra, sección l\', núm. 3. 
'-·1 l,.atzarov, K. O¡,. cit., pp. 125-126. 
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§ l. Ley de Expropiación de 23 de noviembre de 1936 (publicada en el
Diario Oficial de la Federación del 25 de noviembre de 1936) 

Al hablar del precepto constitucional que se refiere a la expropiación 
por causa de utilidad pública, mencionamos a manera de referencia única­
mente, con d objeto de explayarnos mús tarde, la ley de expropiación 
de 23 de noviembre de 1936 que se funda precisamente en el párrafo u, 
del artículo 27 de la Constitución. 1 

l 1ucst0 que, como ya dijimos anteriormente, 2 una gran mayoría de 
los actos o medidas de nacionalización efectuadas por el Estado mexi­
cano, n0 obstante �u fundamento constitucional, han revestido en su 
forma ('XttTior, el aspecto ele expropiaciones del tipo clásico, se hace 
necesario analizar, aunque sólo sea de una manera breve, el procedi­
miento cxpropiatorio en nuestro derecho material, a fin de precisar en 
form::i indubitable, los casos en que nos encontramos en presencia de 
1111a u otra de las instituciones mencionadas. 

1 �a ley vigente sobre expropiación, de noviembre de 1936, en su ar­
tículo J 9, adopta un método enumerativo y, podríamos decir caprichoso, 
respecto del señalamiento de las causas de utilidad pública, uno de los 
den1t:nto� o condiciones para que pueda configurarse, constitucional­
mente, 1a expropiación por causa de utilidad pública. 3 Cabe aclarar, por 
otra parte� que ni la misma Constituciim ni la ley ele expropiación actual 
( de noviembre de 1936) definen la idea de utilidad pública, que es el 

(_·oncepto central en materia e.xpropiatoria. La Suprema Corte de Justi­
<-·ia de b nación al resolver juicios de amparo interpuestos contra decre­
tos expropiatorios. tampoco ha delimitado o definido el concepto de 
utilidad pública, sino que lo ha aplicado simplemente por instinto en 
cada caso concreto, lo cual no deja de tener sus peligros para la esta­
hilidad de la propiedad priYada. 4 Por lo tanto b enumeración casuística 

1 Ver n1frt1, sección I, núm. 2, inciso d, pp. 632 y ss. 
:.! J[!iJon. 
:i El otro elemento necesario para que exista razón para expropiar es el de 

que el bien que se pretende expropiar sea susceptible de producir una satisfacción 
de cea ncce�idad, extinguiéndola. Ver su,f'ra, se<.'ción 1, núm. 2, inciso d, pp. 632 y: ss. 

4 Hurgca, I. O¡,. cit., p. 3il. 
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de las causas de utili<la<l pública en materia cxpropiatoria no es muy 
conveniente y sería deseable que la ley, al fijar las causas por las que 
procede la expropiación, tomara en consi<lcración mediante una decla­
ración general el concepto de utilidad pública a que hemos hecho refe­
rencia, 5 lo que tampoco es, de ninguna manera, tarea fácil. 

La ley dl! expropiación que estudiamos considera como causas de 
utilidad pública las siguientes: 

El establecimiento, explotación o conservación de un servicio público; 
La apertura, ampliación o alineamiento de calles, la construcción de 
calzadas, puentes, caminos y túneles para facilitar el tránsito urbano 
y suburbano; 
El embellecimiento, ampliación y saneamiento Je las poblaciones y 
puertos, la construcción de hospitales, escuelas, parques, jardines, 
campos deportivos o <le aterrizaje, construcciones de oficinas para el 
gobierno federal y de cualquiera obra destinada a prestar servicios 
de beneficio colectivo; 
La conservación de los lugares de belleza panorámica, <le las antigüe­
dades y objetos de arte, de los edificios y monumentos arqueológicos 
o históricos, y de las cosas que se consideran como características.
notables de nuestra cultura nacional;
La satisfacción <le necesidades colectivas en caso de guerra o trastornos­
interiores; el abastecimiento de las ciudades o centros de población

,. 

de víveres o de otros articulas <le consumo necesario, y los procedi­
mientos empleados para combatir o impedir la propagación de epide­
mias, epizootias, incendios, plagas, inundaciones u otras calamidades
públicas;
Los medios empleados para la defensa nacional o para el manteni­
miento de la paz pública;
La defensa, conservación, desarrollo o aprovechamiento de los elemen­
tos naturales susceptibles de explotación;
La equitativa distribución de la riqueza acaparada o monopolizada con
ventaja exclusiva de una o varias personas y con perjuicio de la.
colectividad en general, o de una clase en particular.
La creación, fomento o conservación <le una empresa para beneficio
de la colectividad;
Las medidas necesarias para evitar la destrucción de los elcmCntos
naturales y los daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la
colectividad;
La creación o mejoramiento <le centros de población y de sus fuentes
propias de vida;
Los demás casos previstos por leyes especiales. 6 

• Burgoa, J. Op. cit., p. 372.
G Artículo 19 de la ley de expropiación, con reforma a la fracción m <lel

mismo, por decreto publicado el 30 de diciembre de 1949. 
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En los casos comprendidos en la enumeración del artículo anterior, 
previa declaración del Ejecutivo Federal, procederá la expropiación, la. 
ocupación temporal, total o parcial, o la simple limitaci(m de los derechos 
de dominio para los fines del Estado o en interés de la colectividad.•· 

El Ejecutivo Federal, tanto cuando se trate de materia federal como 
local por lo que respecta al distrito y territorios fo<lcrales, se encargadt 
previamente, por conducto del departamento administrativo o secretaría 
de estado que corresponda, de formular un estudio acerca de si el bien, 
que se pretende expropiar, ocupar temporalmente o limitar en cuanto 
a su dominio, efectivamente es útil para satisfacer una necesidad pública 
( utilidad pública) existente. En caso de que tal utilidad se compruebe 
el Ejecutivo de la Unión, a través de la autoridad administrativa com­
petente de acuerdo con la ley de secretarías de Estaclo, h:-irú la decla­
ración de expropiación, de ocupación temporal o de limitaciún de dominio-. 
respecto de un determinado bien. declaración que debe- publicarse en el 
Diario Oficial ele la Federación. 8

Si e1 propietario afccta<lo no estuviese conforme con la declaración, 
mencionada en cualquiera de sus tres fases, tiene derecho de interponer 
dentro de quince días hábiles contados a partir de la notificación de la 
citada declaración, recurso administrativo de revocació1t contra dicha 
declaratoria, tal recurso se interpondrá ante la secretaría ele estado, de­
partamento administrativo o gobierno <lel territorio que haya tramitado 
d expediente de expropiación, ele ocupación temporal o <le limitación 
de dominio. 9 La ley de expropiación dispone también que, cuando no se·
haya hecho valer el recurso administrativo de revocación a que se refiere 
el artículo 5, o en caso de que éste haya sido resuelto en contra de las 
pretensiones del recurrente, la autoridad administrativa que corresponda 
procederá desde luego a la ocupación del bien cuya expropiación u ocu­
pación temporal se trate, o impondrá la ejecución inmediata de 1as 
disposiciones de limitación ele dominio que procedan. 10 

La regla general en materia de procedimiento expropiatorio consiste­
en que la interposición del recurso administrativo de revocación sus­
pende la actividad cxpropiatoria, de ocupación temporal del bien afec­
tado o la limitación de su dominio, en tanto no se resuelva. Se exceptúan, 
de dicha regla los casos en que mediante la expropiación, ocupación1 
temporal o limitación de dominio, se pretende: 

La satisfacción de necesidades colectivas en casos de guerra o tras­
tornos interiores; el abastecimiento de las ciudades o centros de 
población, de víveres o de otros artículos <le consumo necesario, el' 
empleo de procedimientos para combatir o impedir la propagación de· 

7 Artículo 2 de la ley de expropiaciúu.
8 Artículos 3 y 4 de la ley de expropiación. 
9 Artículos 5 y 6 de la ley de expropiación. 
to Artículo 7 de la ley de expropiación. 
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•epidemias, incendios, plagas, inundaciones u otras calamidades pú­
blicas.
Obtener los medios empleados para la defensa nacional o para el man­
tenimiento de la paz pública;
Evitar la destrucción de los elementos naturales y los daños que la
propiedad pueda sufrir en perjuicio de la colectividad. 11 

El artículo 9 de la ley determina que si los bienes que han originado
1.ma declaratoria de expropiación, de ocupación temporal o de limitación 
de dominio no fueren destinados al fin que dio causa a la declaratoria 
respectiva, dentro del término de cinco años, el propietario afectado 
podrá reclamar la reversión del bien de que se trate, o la insubsistencia 
del acuerdo sobre ocupación temporal o limitación de dominio. 

La ley de expropiación, en su artículo 10 repite íntegramente la dis­
posición constitucional l:! respecto a la cuantía de la indemnización esta­
bleciendo que el precio que se fijará como indemnización a la cosa ex­
propiada se basará en la cantidad que como valor fiscal de ella figure 
en las oficinas catastrales o recaudadoras, ya sea que este valor haya 
sido manifestado por el propietario o simplemente aceptado por él de 
un modo tácito por haber pagado sus contribuciones con esta base. El 
exceso de valor o el demérito que haya tenido la propiedad particular 
por las mejoras o deterioros ocurridos con posterioridad a la fecha de 
la asignación del valor fiscal, será lo único que deberá quedar sujeto a 
juicio pericial y a resolución judicial. Esto mismo se obsen·ará cuando 
se trate de objetos cuyo valor no esté fijado en las oficina:'> rentísticas. 

Si tan sólo se tratara de ocupación temporal, el monto de la indemni.,. 
zación deberá quedar a juicio de peritos; y en el caso de l imitación de 
dominio la indemnización debe fijarse por resolución judicial. 13 Si la 
<:osa expropiada pasa al patrimonio del Estado, será éste quien debe 
cubrir el importe de la indemnización. Y si la cosa expropiada pasare 
al patrimonio de persona distinta del Estado, esa persona deberá cubrir 
el importe de la indemnización. Lo mismo :-uce<lerá en los casos de 
ocupación temporal o de limitación al derecho de dominio. H 

Como expresamos con anterioridad, 1;-; la cxpropiaciún, acto autori­
tario unilateral del Estado, no es gratuito sino oneroso. El Estado al 
expropiar determinado bien a un particular, elche otorgar en favor del 
afectado una contraprestación que recibe el nombre de indcmni::ación. 
A ella se refiere el artículo 27 constitucional, estatuyendo que las expro­
piaciones sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública y 1nedia11te 
i11demnizac-ión. El término mediante indica la forma o manera cronoló­
:gica de yerificar la contraprestación indemnizatoria por parte del Es-

11 Artículo 8 y artículo l'\ iracciünes Y, YJ y x <le la ley de cxpropiad1',n. 
12 Artículo 27, fracción v1, segunda parte, de la Constitución Mexicana. 
1::1 Artículo 18 <le la ley de expropiación. 
1-1- Artículo 19 de la ley de expropiación. 
1;; Ver supra, sección I, núm. 2, inci:-o d, pp. 632 y s,;.. 
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tado en favor del particular afectado. Dicho vocablo se ha prestado 
a muy diversas interpretaciones respecto a la época en que debe pagarse 
la indemnización. Ahora bien_, como es el Estado quien por conducto 
de las autoridades competentes verifica unilateralmente, en forma im­
perativa, la expropiación, así también fija las condiciones en que se 
debe prestar la indemnización en favor del afectado. Por ello es a la 
legislación secundaria a la que compete delimitar el pago de la indemni­
zación, debiendo, sin embargo, fijar un término máximo para que tenga 
lugar ese acto, <le tal manera que la autoridad que a nombre del Estado 
decreta la expropiación no pueda aplazar el cumplimiento de la mencio­
nada contraprestación indefinidamente. 16 Por ello la autoridad expro­
piante fijará la forma y los plazos en que la indemnización deberá pagar­
se, los que no abarcarán nunca un periodo mayor de diez años. 17

§ 2. La nacionalización de los Ferrocarriles N aciana/es de México

l. Acuerdo que expropia, por causa de utilidad pública, los bienes
pertenecientes a la empresa Ferrocarriles Nacionales de México, S. A.,
de 23 de junio de 1937 (publicado en el Diario Oficial del 24 de junio de
1937).

Apoyándose en el artículo 27 <le la Constitución, en cuanto al fondo 
y en cuanto a la forma, México nacionalizó las redes ferroviarias por el 
acuerdo del 23 de junio de 1937. En cuanto al fondo porque dicho orde­
namiento, nacionaliza, en el sentido jurídico del término, las redes ferro­
viarias y en cuanto a la forma, porque tal medida de nacionalización 
revistió el aspecto de una expropiación, fundada en los artículos 1, frac­
ciones 1 y 1x, 2, 3, 10 y 19 de la ley de expropiación ya estudiada. 1•
Sabemos que ambas instituciones, la nacionalización y la expropiación 
tienen su fundamento, su origen, en el artículo 27 de nuestra Consti­
tución. 10 

Las consideraciones preliminares del acuerdo expropiatorio de los 
Ferrocarriles Nacionales de México, nos dan una idea general del punto 
de vista oficial acerca de los problemas que un servicio público en 
manos de los particulares acarrea y de los motivos que originaron el 
acto de nacionalización referido. 

En tales consideraciones se dice que una mejor organizac1011 y un 
eficaz funcionamiento de las empresas ferroviarias deben constituir hon­
da preocupación para el Estado, ya que tal sistema de comunicaciones 
es factor de la más alta importancia para el progreso económico y social 
del país, al grado que su nivel de eficiencia puede tomarse como índice 
para apreciar el estado general del adelanto de una nación. En vista de 

16 Burgoa, l. O p. cit., pp. 372, 374. 
17 Artículo 20 de la ley de expropiación. 
18 Ver supra, sección H, núm. l.
19 Ver supra, sección r, núms. 1 y 2.
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que 1a negociación denominada Ferrocarriles Nacionales de 1\-Iéxico, que 
controlaba las líneas más importantes de red ferroviaria, estaba organi­
zada como una empresa de tipo capitalista, es decir, con propósitos pre­
dominantemente lucrativos, y además que en tal empresa se habían ido 
creando y arraigando vicios y deficiencias en el manejo del sistema, con 
perjuicio para la economía del país y para cada uno de los usuarios del 
servicio; que la misma naturaleza de la compañía había impedido orien­
tar su actuación en el sentido de procurar primordialmente el beneficio 
social; considerando que el gobierno federal no debía descuidar por más 
tiempo asunto tan trascendental para la vida y desarrollo del país, era 
preciso adoptar medidas para su pronta solución, a efecto de organizar 
convenientemente el manejo de las líneas férreas propiedad de la em­
presa mencionada para mejorar el servicio e integrar el sistema ferro­
viario que el país requería mediante la construcción de mayor número 
de vías y que tal empresa había sido incapaz de realizar; considerando, 
además, que no existían en los Ferrocarriles Nacionales de México, 
S. A., intereses particulares diversos de los que correspondían a los
acreedores de la negociación en el extranjero, y que el monto de esos
créditos absorbía el valor de los bienes que integraban el sistema ferro­
viario mencionado y que la mayoría de las acciones de la so_ciedad perte­
necían al gobierno federal, el gobierno llegó a la conclusión de que el
paso más conveniente para realizar los enunciados propósitos consistía
en que todos los bienes que en esa época correspondían a la compañía
mencionada se trasmitieran a la nación.

Se consideró igualmente que la medida no ocasionaría perjuicio alguno 
de los acreedores de la empresa pues el gobierno federal habría de cu­
brirles sus créditos dentro del límite que correspondiera al valor real 
de los bienes que pasaran a propiedad del Estado. 

El propósito del Ejecutivo Federal, realizada la nacionalización ( con 
las formalidades de una expropiación) fue la creación de un organismo 
del Estado que tomara a su cargo el manejo del sistema ferroviario 
perteneciente en esa época a los Ferrocarriles Nacionales de México, 
así como las líneas construidas o en construcción, propiedad de empresas 
semioficiales, debiendo tener el organismo que se creara el carácter de 
dependencia directa del Ejecutivo Federal, regido por normas de dere­
cho público aunque con la autonomía patrimonial indispensable para su 
funcionamiento. Con tal procedimiento se pretendía imprimir a nuestro 
sistema ferroviario fundamental una franca orientación de servicio pú­
blico, suprimiendo toda propósito lucrativo, y vencer todos los obstáculos 
para su desarrollo técnico y equilibrio financiero. 

La medida de nacionalización dictada esperaba contar desde siempre 
con la aquiescencia de los factores vinculados con la existencia del sis­
tema ferroviario citado, así como la de la opinión general del país, puesto 
que la medida dictada constituiría un evidente paso para integrar nues­
tra emancipaci/m social. Solamente con tal respaldo y cooperación podría 
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el gobierno salir avante en ese propósito y quedar posibilitado para 
atacar con éxito la rehabilitación de las citadas líneas, el mejoramiento 
de las mismas y la construcción de otras muy importantes para poner 
en acción regiones fértiles hasta entonces fuera de la unidad económica 
nacional y carentes del beneficio de la cultura. 20

Todas esas fueron las consideraciones expuestas por el gobierno para 
llevar a cabo la nacionalización de la empresa Ferrocarriles Nacionale� 
de México. 

Para llevar a cabo tal medida se tomó posesión de los bienes expro­
piados los que hubieron de ser entregados al organismo especial que se 
establecería. 21 La indemnización quedó a cargo del gobierno federal. 22 

2. Legislación expedida en nwteria de ferrocarriles, desde el acuerdo
de expropiación hasta la fecha. Las disposiciones legislativas más im� 
portantes posteriores al acuerdo de expropiación hasta la fecha son: 

Acuerdo que previene se reforme la ley de secretarías y departamen­
tos de Estado, creando el departamento autónomo de los Ferrocarriles 
Nacionales de México, de 24 de junio de 1937 (Diario Oficial del 
25 de junio de 1937). 
Decreto que adiciona la ley de secretarías y departamentos de Estado, 
creando el departamento de Ferrocarriles Nacionales de México, de 
25 de junio de 1937 (Diario Oficial del 30 de junio de 1937). 
�'1cuerdo que reglamenta el funcionamiento del departamento autónomo 
ele Ferrocarriles Nacionales de México, de 2 de diciembre de 1937 
( Diario Oficial ele\ 4 de diciembre de 1937). 
Decreto relativo a lci. personalidad jurídica, patrimonio y presupuestos 
del departamento autónomo de Ferrocarriles Nacionales de México, 
Je 31 de diciembre de 1937 (Diario Oficial de la misma fecha). 
Ley que crea la administración obrera de los Ferrocarriles Nacionales 
,le México, de 23 de abril de 1938 (Diario Oficial del 30 de abril de 
1938). 
Decreto que reforma la ley de secretarías y departamentos de Estado 
(Ferrocarriles), de 26 de abril de 1938 (Diario Oficial del 4 de mayo 
<le 1938). 
Ley �3 que crea la administración de los Ferrocarriles Nacionales de 
México, de 31 de diciembre de 1940 (Diario Oficial de la misma 
fecha). 

::!O Objetivos que, afortunadamente, sí se han alcanzado. Aunque falte aún 
mucho por hacer y haya que corregir ciertas deficiencias y vicios en una tarea 
harto difícil. 

21 Artículo 3 del Acuerdo de Expropiación de los Ferrocarriles Nacionales de 
México. 

!l2 Artículo 4 del Acuerdo <le Expropiación de los Ferrocarriles Nacionales de 
México 

.23 Ley que derogó la que creó la Administración Obrera de los Ferrocarrileb
� acion�les de �féxico. 
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Decreto que reforma los artículos 5, 6, 8 y 18 de la ley de 31 de 
diciembre de 1940 que creó la administración de los Ferrocarriles 
Nacionales de México, expedido el 9 de marzo de 1944 ( Diario 
Oficial del 11 de marzo ele 1944).
Decreto que modifica el de 9 de marzo de 1944, que reformó los
artículos 5, 6, 8 y 18 de la ley de 31 de diciembre de 1940, que creó 
la administración de los Ferrocarriles Nacionales de }\:léxico, expe­
dido el 15 de febrero ele 1945 (Diario Oficial del 24 de febrero
ele 1945). 

Ley orgánica 2·
1 de los Ferrocarriles Nacionales de México, de 11 de 

diciembre de 1948 (Diario Oficial del 30 de diciembre de 1948).

3. Análisis de la ley orgánica vigente de los Ferrocarriles Nacionales
de México, de 11 de diciembre de 1948 (Diario Oficial del 30 de diciem­
bre del mismo año). 

Características. Para la administración de los Ferrocarriles Nacionales, 
se crea con patrimonio y personalidad jurídica propios, un organismo 
público descentralizado que se denominará "Ferrocarriles Nacionales de
l\1éxico". 2ª 

La finalidad de este importante servicio público, señala el artículo 
lo. de la ley orgánica, es la administración de los Ferrocarriles Nacio­
nales. Como también indica el artículo lo. de dicha ley, la institución 
tiene personalidad jurídica. 

Organización administrativa. La administración de "Ferrocarriles Na­
cionales de :México" estará a cargo de un consejo <le administración y
de un gerente general. 26 

El consejo de administración de "Ferrocarriles Nacionales de Méxi­
co", estará integrado por ocho miembros y tendrá los asesores técnicos 
que se designen en los términos del artículo 17 de la ley. 27 

Los miembros consejeros serán designados de la siguiente manera: 
Uno por el secretario de Hacienda y Crédito Público ( con carácter de 
presidente del consejo); uno por cada uno de los secretarios de Co­
municaciones y Obras Públicas, Agricultura y Ganadería y de 1a 
Economía Nacional; uno por la Confederación Nacional de Cámaras de 
Comercio; uno por la Confederación de Cámaras Industriales de los 
Estados Unidos Mexicanos y dos por el Sindicato de Trabajadores 
Ferrocarrileros de la República Mexicana. ::s 

Son facultades del Consejo de Administración, entre otras: 

24 Ley que derogó los decretos de 31 de diciembre de 1940, de 9 de marzo de 
1944 y de 15 de febrero de 1945, que crearon y reformaron la Administración 
de los Ferrocarriles Nacionales de México. 

2ó Artículo l 9 de la ley orgánica. 
!!6 Artículo 4 de la ley orgánica.
21 Artículo 5 de la ley orgánica.
!!S Artículo 6 de la ley orgánica. 
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Formular c1 programa general de administración y reglamentos nc­
cesanos; 

Dictaminar y aprobar el presupuesto anual de egresos y la estimación 
de ingresos para el año siguiente que les someta el gerente general; 

Discutir y aprobar los dictámenes. que presenten las comisiones del 
Consejo, en los asuntos que a las mismas les están encomendados; 

Fijar el tanto por ciento de los ingresos brutos que se destine a la 
operación durante cada ejercicio anual; 

Discutir y aprobar en su caso, el balance anual y los informes finan­
cieros que les presente la gerencia general; 

Discutir y aprobar los empréstitos que proponga la gerencia general; 
Discutir y aprobar los proyectos que formule el gerente general, sobre 

construcción de nuevas líneas o ramales y rehabilitación integrales; 
Resolver sobre los problemas de trabajo que se presenten a la admi­

nistración y que por su importancia les sean sometidos por el gerente 
general. � 

El gerente general será designado por el presidente de la República 
y sus facultades y obligaciones son, entre otras: 

Representar a los Ferrocarriles Nacionales de lV[éxico; 
Formular el presupuesto anital de egresos y la estimación de ingresas, 

que presentará al consejo de administración, para el año siguiente; 
Presentar al consejo de administración el balance anual y los infor­

mes financieros bimestrales; 
Administrar los bienes de los "Ferrocarriles Nacionales de Méxicd', 

con facultades para ejercer actos de dominio en su representación y 
en general todas las necesarias para la organización, administración, 
funcionamiento, manejo y explotación del sistema; 

Pbntear al consejo de administración las cuestiones de trabajo, or­
ganización interna y financiera que corresponda conocer a dicho 
organismo; 

Ejecutar los acuerdos del consejo de administración. 30

Patrimonio. El patrimonio propio de Ferrocarriles Nacionales de 11é­
xico, estará constituido por: 

Los bienes que formaron el patrimonio de la administración de los 
Ferrocarriles Nacionales de México, creados por la ley de 31 ele 
diciembre de 1940, y 

Las líneas férreas y bienes que a ella aporte el gobierno federal, y 
los que adquiera en el futuro. 31 

Serán incnibargables los bienes de los Ferrocarriles Nacionales ele 
México, que estén afectos a la prestación del servicia pública que por 
esta ley se le encomienda. 32 

2'J Artículo 8 de la ley orgánica. 
io Artículos 18 y 19 de la ley orgánic<1. 
31 Artículo 3 de la ley orgánica. 
32 Artículo 21 de la ley orgánica. 
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§ 3. La Jllacionalización de la industria petrolera

La industria petrolera mexicana, durante mucho tiempo en manos de 
capitales extranjeros, constituía para la nación una importante fuente 
de divisas y bienestar que se le escapaban de las manos. Los gobiernos 
postrevolucionarios trataron, paulatinamente, por medio de una legisla­
ción adecuada ir sujetando cada vez más esa industria al control del Esta­
do. Fueron tomadas así una serie de iniciativas que deben considerarse 
como medidas con efecto de nacionalización, ya en el sentido jurídico 
del término. 33 Un conflicto más directo entre el gobierno y las com­
pañías concesionarias extranjeras fue el pretexto para que finalmente 
se dictara el decreto de 18 de marzo de 1938, como consecuencia de 
la negativa de las compañías petroleras a acatar un laudo de la Junta 
Federal de Conciliación y Arbitraje, reconocido como constitucional por 
ejecutoria de la Suprema Corte de Justicia de la nación, decreto con el 
que se nacionalizó completamente la industria petrolera. Este problema 
tuvo numerosas repercusiones internacionales, pero desafortunadamente, 
su exposición, debido a su complejidad y longitud, no podría caber den­
tro de las dimensiones del presente apéndice. 

Estudiaremos pues de una manera esquemática la evolución del pro­
blema, a través de la legislación, desde el decreto de nacionalización 
hasta la creación de la institución denominada Petróleos Mexicanos. 

l. Decreto qtte expropia a favor del patrimonio de la nación los
bienes muebles e inmuebles pertenecientes a las compañías petroleras 
que se negaron a acatar el laudo de 18 de diciembre de 1937, del grupo 
número siete de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, expedido 
el 18 de marzo de 1938 (publicado en el Diario Oficial del 19 de marzo 
del mismo año). 

Los considerandos preliminares de tal decreto nos ilustran con cla­
ridad sobre el origen, la crisis y el desenlace del conflicto que originó 
la medida de nacionalización, tan discutida internacionalmente, dictada 
por el gobierno del presidente de la República General Lázaro Cárdenas. 

83 Ver: Ley reglamentaria del artículo 27 constitucional, en el ramo del pe­
tróleo, de 26 de diciembre de 1925 (Diario Oficial del 31 de diciembre del mismo 
año). 

Reglamento de la ley del petróleo, de 30 de marzo de 1926 (Diario Oficial del 8 
de abril del mismo año). 

Ley reglamentaria del artículo 27 constitucional, en el ramo del petróleo, de 
3 de mayo de 1941 (Diario Oficial del 18 de junio del mismo año). 

Reglamento de la ley del petróleo, de 16 de diciembre de 1941 (Diario Oficial 
del 30 de diciembre del mismo año). 

Ley reglamentaria del artículo 27 constituc.ional, en el ramo del petróleo, de 
27 de noviembre de 1958 (Diario Oficial del 29 de noviembre del mismo año). 

Reglamento de la ley del petróleo, de 25 de agosto de 1959. 
Ver igualmente: Reforma constitucional al artículo 27, de 6 de enero de 1%0 

(Diario Oficial del 20 de enero del mismo año). Ver supra, sección 1, núm. 2, 
inciso c-1. 
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Las empresas petrokras que operaban en el país y que fueron conde­
nadas a implantar nuevas condiciones de trabajo por el grupo número 
siete de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje el 18 de diciembre 
de 1937, expresaron su negativa a acatar el laudo pronunciado, reco­
nocido como constitucional por ejecutoria de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, sin aducir como razones <le dicha negativa otra 
que la de una supuesta incapacidad económica, lo que trajo como con­
secuencia necesaria la aplicación <le la fracción xxr del artículo 123 de 
la Constitución de la República, '34 en el sentido de que la autoridad 
respectiva declarara rotos los contratos de trabajo derivados del men­
cionado laudo. 35 

Este hecho trajo como cü11secucncia inevitable la suspensión total de 
actividades de la industria petrolera, en tales condiciones se hizo nece­
sario que el poder público interviniera con medidas adecuadas para im­
pedir que se pro<lujetan graves trastornos interiores, lo que haría impo­
sible la satisfacción de necesidades colectivas y el abastecimiento de 
artículos de consumo necesario a todos los centros de población, debido 
a la consecuente paralización de los medios de transporte y de las in­
dustrias productoras; así como para proveer a ]a defensa, conservación, 
desarrollo y aprovechamiento de la riqueza contenida en los yacimientos 
petrolíferos, y para adoptar las medidas tendientes a impedir la consu­
mación de daños que pudieran causarse a las propiedades en perjuicio 
de la colectividad, circunstancias todas éstas determinadas como sufi­
cientes para decretar la c.t·propiación de los bienes destinados a la pro­
ducción petrolera. :m 

Cabe aclarar, otra vez aquí, que aunque exteriormente esa medida 
revistió el aspecto de una expropiación del tipo clásico, su fundamento 
constitucional, el artículo 27 tantas veces citado, es precisamente el de 
la nacionalización. 

Por las razones expuestas en los considerandos y con fundamento en 
el párrafo segundo de la fracción sexta del artículo 27 constitucional 37 

y en los artículos 1, fracciones v, vn y VIII, 4, 8 ,10 y 20 <le la ley de 
expropiación ele 23 de noviembre de 1936 38 se declararon expropiados 
por causa de utilidad pública y a favor de la nación, la maquinaria, ins­
talaciones, edificios, óleoductos, refinerías, tanques, c�tacioncs de distri-

34 Artículo 123, fracción xxr de la Constitución mexicana: "Si el patrono se 
negare a someter sus diferencias al Arbitraje o a aceptar el laudo pronunciado 
_por la _Junta, se dará por terminado el contrato de trabajo y quedará obligado a
md�1!1mzar al obrero con el importe de tres meses de salario, además de la respon­
sab1hdad que le resulte del conflicto. Si la negativa fuere de los trabajadores 
::,e dará por terminado el contrato de trabajo." 

35 Primer considerando del decreto de expropiación petrolera <le 18 de marzo 
<le 1938. 

:rn Segundo considerando del decreto <le expropiación petrolera de 18 de marzo 
de 1938. 

:H V cr supra, sección I, núm. 2, inciso d, pp. 632 v ss. 
:l-'! Ver supra, sección n, núm. 1. 
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bución, embarcaciones y todos los demás bienes muebles e inmuebles de 
propiedad de: la Compañía Mexicana de Petróleo "El Aguila", S. A., 
Compañía Naviera San Ricardo, S. A., Huasteca Petroleum Company, 
Sinclair Pierce Oíl Company, Mexican Sinclair Petroleum Corporation, 
Stanford y Compañía Sucesores, S. en C., Penn Mex Fue! Company, 
Richmond Petroleum Company de México, California Standard Oil 
Company of Mexico, Compañía Petrolera el Agwi, S. A., Compañía 
de Gas y Combustible Imperio, Consolidated Oil Company of Mexico, 
Compañía Mexicana de Vapores San Antonio, S. A., Sabalo Transpor­
tation Company, Oarita, S. A., y Cacalilao, S. A., en cuanto fueren 
necesarios, a juicio de la Secretaría de la Economía Nacional para el 
descubrimiento, captación, conducción, almacenamiento, refinación y 
distribución de los productos de la Industria Petrolera. 39 

La Secretaría de la Economía Nacional, con intervención de la Se­
cretaría de Hacienda como administradora de los bienes de la nación, 
procedió a la inmediata ocupación de los bienes materia de la expropia­
ción y a tramitar el expediente respectivo. 40 

El artículo 39 del decreto de expropiación determinó que la Secretaría 
de Hacienda pagara la indemnización correspondiente a las compañías 
expropiadas, de conformidad con lo expuesto en los artículos 27 de la 
Constitución 41 y 10 y 20 de la ley de expropiación, 42 en efectivo y en 
un plazo que no excediera de diez años. Que los fondos para hacer el 
pago los tomara la Secretaría de Hacienda del porciento que se deter­
minaría posteriormente de la producción del petróleo y sus derivados 
que proviniesen de los bienes expropiados y cuyo producto sería depo­
sitado, mientras se siguiesen los trámites legales, en la Tesorería de la 
Federación. 

El decreto de expropiación entró en vigor en la fecha que fue pu­
blicado en el Diario Oficial de la Federación, es decir, el 19 de marzo 
de 1938. 

2. Legislación expedida en materia de industria petrolera, desde el
decreto de expropiación hasta la fecha. 43 Las disposiciones legislativas 
más importantes posteriores al decreto de expropiación hasta la fecha 
-salvo el decreto que figura inmediatamente y que es anterior al decreto
de expropiación- son:

Decreto que crea la Administración General del Petróleo nacional, de 
30 de enero de 1937 (Diario Oficial del 2 de marzo del mismo año). 

39 Artículo 19 del decreto de expropiación petrolera.. 
4.0 Artículo 2 del decreto de expropiación petrolera. 
41 Ver suJ,ra, sección I, núm. 2, inciso d. 
42 Ver supra, sección II, núm. l. 
4.3 Sin considerar, desde luego, la ley reglamentaria del artículo 27 constitu­

cional, en el ramo del petróleo y el reglamento a la misma. Ver supra, sección II, 
nota 33. 
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Arnerdo que crea el Consejo Administrativo del Petróleo, <le 19 de 
marzo de 1938 (Diario Oficial del 30 de marzo de 1938). 

Decreto 44 r¡ue crea la institución Petróleos Mexicanos, de 7 de junio 
de 1938 (Diario Oficial del 20 de julio del mismo año). 

Decreto que crea la institución Distribuidora de Petróleos Mexicanos, 
de 7 de junio de 1938 (Diario Oficial del 20 de julio de 1938). 

Decreto 45 que deroga los que crearon la Distribuidora de Petróleos 
Mexicanos y la Administración General del Petróleo Nacional y 
modifica el que creó la institución denominada Petróleos Mexicanos, 
de 8 de agosto de 1940 (Diario Oficial del 9 de agosto del mismo 
año). 

Decreto que reforma diversos artículos del que creó la sociedad deno­
minada Petróleos :Mexicanos, S. A., de 31 de diciembre de 1940 
( Diario Oficial del 31 de diciembre del mismo año). 

Decreto 46 que delega en Petróleos 11exicanos, la obligación de cubrir 
las indemnizaciones por concepto de la expropiación de las empresas 
petroleras, de 1 Q de diciembre de 1944 ( Diario Oficial del 2 de di­
ciembre del mismo año). 

Decreto por el cual se reforman los articulas 5 y 6 del que creó la 
institución Petróleos Mexicanos, de 30 de diciembre de 1946 (Diario 
Oficial del 31 de diciembre de 1946). 

Decreto que reforma el articulo 4 del de 7 de junio de 1938 que creó 
la institución Petróleos Mexicanos, de 21 de noviembre de 1949 
( Diario Oficial del 26 de diciembre del mismo año). 

Decreto que reforma los artículos 4, 5 y 6 del que creó la institución 
Petróleos Mexicanos, de 30 de diciembre de 1952 (Diario Oficial 
del 26 de diciembre del mismo año). 

3. Análisis del decreto que creó la institución Petróleos 1kxicanos
con sus reformas y adiciones: 47 

Características. Como resultado del decreto de expropiación, fne creada 
una Institución Pública denominada Petróleos Mexicanos. 48

La Institución Pública denominada "Petróleos Mexicanos" posee per­
sonalidad jurídica. 49

44 Decreto por el cual la corporación "Petróleos Mexicanos", se encargará de 
continuar las operaciones de la industria petrolera que había venido realizando el 
Consejo Administrativo del Petróleo. 

45 Decreto que, como indica su título, derogó el de 30 de enero de 1937 y el 
<le 7 de junio de 1938 creadores de la Administración General del Petróleo N acio­
nal y de la Distribuidora de Petróleos Mexicanos. 

(O Decreto que adicionó los artículos 10 al 16, al decreto de creación de la 
institución "Petróleos Mexicanos". 

4-7 Decreto original de 7 de junio de 1938 y decretos de 8 de agosto de 1940,
de 31 de diciembre de 1940, de 19 de diciembre de 1944, de 30 de diciembre de 
1946, de 21 de noviembre de 1949 y de 30 de diciembre de 1952. 

48 Artículo 19 del decreto de creación. 
411 Artículo 3 del decreto de creación. 

663 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 1963.  Universidad Nacional Autónoma de México - Instituto de Derecho Comparado

Libro completo en: https://goo.gl/MTNedQ



TEOR!A DE LA KAClüNALIZAClóK 

Objeto y patrimonio. El objeto de la institución es el de encargarse 
del manejo de los bienes muebles e inmuebles que por decreto de 18 
de marzo de 1938 se expropiaron a diversas empresas petroleras, ade­
más de los bienes muebles e inmuebles que se apliquen al gobierno federal 
al liquidarse la sociedad Petróleos Mexicanos, S. A., los terrenos de 
reservas petroleras que se habían acordado en concesión a dicha com­
pañía, y los demás terrenos <le reservas petroleras que para el mismo 
objeto sean destinados por el Ejecutivo Federal. 50 

Atribuciones. Al efecto dicha institución goza de las atribuciones 
necesarias para llevar adelante estas finalidades, pudiendo realizar todas 
las operaciones relacionadas con la industria petrolera, como exploración, 
explotación, refinaci<1n y almacenamiento así como la distribución y ena­
jenación del petróleo y sus derivados pertenecientes a la nación, sea que 
provengan de los bienes expropiados o de los que se le habían asignado 
a la "Administración General del Petróleo Nacional", o bien que tengan 
otro origen, disfrutando <le amplias facultades para celebrar todos los 
contratos, expedir títulos de crédito y llevar a cabo todos los actos jurí­
dicos que se requieran en el cumplimiento de sus fines. Puede igual­
mente emitir obligaciones sujetas en lo aplicable a las disposiciones de 
la ley de títulos y operaciones de crédito. Petróleos Mexicanos puede 
realizar actos de disposición de los bienes que integran su patrimonio, 
sea trasmitiendo la propiedad de los mismos a título oneroso, o bien 
afectándolos con gravámenes reales, para llevar a cabo las operaciones 
antes mencionadas. En ningún caso quedará comprendido en las enaje­
naciones el petróleo contenido en yacimientos ni el derecho para hacer 
explotación de los mismos. 61 

Organización. La institución pública creada mediante este decreto es 
dirigida por un Consejo de Administración compuesto de once miembros, 
debiendo ser designados seis de ellos por el Ejecutivo Federal; dos a 
propuesta de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, tres a pro­
puesta de la Secretaría de Economía y uno a propuesta de la Secretaría 
de Bienes Nacionales e Inspección Administrativa. Los otros cinco 
miembros del Consejo son designados por el Sindicato de Trabajadores 
Petroleros de la República Mexicana. '" 

Por cada uno de los consejeros que se designen se nombrará un su­
plente en la inteligencia de que los suplentes que correspondan a los 
consejeros que representan al Estado serán precisamente funcionarios 
de 11Petróleos Mexicanos". El Ejecutivo designará un presidente y un 
vicepresidente entre los miembros del Consejo, y éstos nombrarán un se-

50 Artículo 2 reformado del decreto de creación. 
::il Artículo 2 reformado por decreto de 8 de agosto de 1940 y por decreto 

de 31 de diciernbre del mismo año. 
52 Artículo 4 reformado por los decretos de 8 de agosto de 1940, de 21 de 

noviembre de 1949 y de 30 <le diciembre de 1952. 
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cretario. I .os miembros del Consejo podrún ser removido:,; libremente 
por el Ejecutivo Federal y por el Sindicato <le Trabajadores Petroleros 
de la República Mexicana. 53 

Siguiendo con la organización de la instituci<Jn cabe señalar que el 
presidente de la República designa al director general, al subdirector 
técnico de producción, al subdirector comercial, al subdirector de finan­
zas y al suLdirector administrativo y de asuntos jurídicos. M 

Son facultades del Consejo designar a los demás funcionarios de la 
institución, teniendo en cuenta el contrato colectivo de traba.jo; pero el 
director general, el subdirector técnico de producción, el suhdirector 
comercial, el subdirector de finanzas y el subdirector administrativo pue­
den ejercer esa facultad por delegación del Consejo. 

Son atribuciones del director general o en su defecto de los subdi­
rectores mencionados, hacer las designaciones correspondientes de los 
empleados de confianza que integren el personal de la institucii'm en la 
esfera de su compctern::ia. También es atribución del director general 
asignar las funciones (lUC correspondan a los subdirectores. ri�, 

Disposiciones gcnerah:s. Como hauíamo::; Yisto 1'Petrúleos l\.'Iexicauos'' 
i..;s una institución con personalidad jurídica. estando su patrimonio in­
tegrado con los bienes mencionados en el artículo 29 de 1a ley, ya citado, 
y con los demás que en lo succsiYo adquiera pa1·a fines de la industria 
petrolera por cualquier título. Sobre el Yalor de los Licnes aportados 
por el gobierno federal para integrar el patrimonio de dicha institución 
ésta cubrirá a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en los tér­
minos que el Ejecutivo Federal acuerde, y con cargo a gastos de ope­
ración, un interés del 3 % anual. Por conducto <le la Secretaría de b 
Economí::i Nacional, el gobierno federal fijará anualmente los porcentajes 
de regalías que estarán a cargo de Petróleos 1.fexicanos, por concep­
to de explotación de terrenos petroleros que tengan asignados. El monto 
de esas regalías no deberá ser menor del 18% ni mayor del 35% de 
los pro<luctos que se obtengan y se fijará teniendo en cuenta las carac­
terísticas <le los distintos predios pdrolcros. ª6 

Los rendimientos líquidos que Petróleos lVIexicanos obtenga se distri­
buirán como sigue: hasta e1 20�,ó para. la formación de reservas de pre­
visión; el remanente se distribuirá en la proporción tlc un 75�>ó para 
el gobierno federal y un 2596 destinado a los trabajadores que presten 
sus servicios en la institución, en 1a forma que el reglamento de esta 
ley scíiale. Vi 

::;3 Artículo 4 reformallu. 
::;4 Artículo 5 reformado por los decrclo� <le diciembre de 19�6 y <le <licicm-

hre de 1952. 
/'i:i Articulo 5 reformado. 
r.o Artículo 3 reformado por decreto de 31 de diciembre de 19.:J.0. 
r:;7 �\rtículo 8 reformado por decreto de diciembre de 1940. 
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Presupuesto. El presupuesto anual de gastos de la institución Petróleos 
il'lexicanos después de ser aprobado por el Consejo, debe ser sometido 
al presidente de la República, por conducto de la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público para su aprobación. Anualmente se formula un ba­
lance que por el mismo conducto se eleva al Ejecutivo Federal para la 
revisión y glosa de las cuentas respectivas. 58

La.s remuneraciones del director general, de  los subdirectores y demás 
personal de funcionarios y empleados de la institución son fijados en el 
presupuesto anual correspondiente. ¡:¡

9 

Diremos para terminar que las controversias en que es parte Petróleos 
Mexicanos son de la competencia exclusiva de los tribunales de la fede­
ración o de las juntas federales de conciliación y arbitraje; quedando 
exceptuada la institución de otorgar las garantías que la ley exija de 
las partes, tratándose de dichas controversias. 60

58 Artículo 7 del decreto de creación. 
59 Artículo 6 reformado por decretos de diciembre de 1946 y de diciembre de 

19j2, 
60 Artículo 16, adicionado por decreto de lt1 de diciembre de 1944.
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